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CAPITULO 1 

1.-LAS INSTITUCIONES JURIDICAS Y SU 
UNIDAD CONCEPTUAL 

(Principios de validez universal en el mundo jurídico) 

Dentro de un sistema de Derecho positivo, enccxntraremos 
,gue existen múltiples normas jurídicas, pero éstas no se encuen­
Yi-an jerarquizadas en el mismo plano, sino que según su impor­
tancia. dichas normas van ascendiendo hasta llegar a la norma 
suprema, la cual no dependerá de otra superior, siendo en ésta, 
la que descansa la unidad del ordenamiento jurídico. Esta norma 
es la Ley Fundamental. Todo ordenami·ento jurídico tiene una nor­
ma fundamental, la cual le da unidad a las demás normas jurí­
dicas; esto hace de las normas diversas y de variada procedencia 
un conjunto unitario. Sin una norma fundamental, las normas cons­
tituirán un agrupamiento más no un ordenamiento, ya que di­
cha norma fundamental desempeña a su vez, además de ser la 
fuente superior a la que pueden reducirse todas las normas el 
carácter o fundamento de la validez de las normas que integran el 
sistema. Por ello, es patente, la exigencia de fundamentar la unidad 
del ordenamiento jurídico, así como su validez, en función a di­
cha norma suprema, y de la cual, emanan las leyes ordinarias y 
de e1itas, a su vez, los reglamentos, fuente importantísima del De­
recho Administrativo, y mismo que forma gran parte del orden 
jurídico bajo el cual se desarrolla la actividad administrativa, sien­
do el Reglamento, una norma o conjunto de normas jurídicas de ca-
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rácter abstracto e impe_rsonal que en México expide el Poder Eje­
cutivo en uso de las facultade:; ~ue le confiere la propia Consti­
tución en el párrafo I del artículo 89 de nuestro Código Político 
Fundamental. 

Si analizamos detenidamente las notas cracterísticas del or­
denamiento jurídico, veremos como afirma GIANNINI, ( 1) que 
los elementos más destacados en éste, son: LA PLURISUBJETI­
VIDAD, LA NORMACION Y LA ORGANIZACION, al versar su 
estudio sobre "GLI ELEMENTI DEGLI ORDINAMENTI GIURI­
DICI", partiendo así mismo de un r.oncepto sociológico de grupo al 
decir que una religión existe, en tant0 que existan sus fieles, pero 
refiriéndose a éstos dice que no son diferentes de los hombres 
que integran las demás religiones, sino en que unos siguen los 
principios rectores de su propia religión y asimismo, son organi­
zados, esos individuos en determinado modo. 

Así, en el aspecto jurídico, la organización de las normas, su 
pluralidad y la forma de emplearse, hacen o mejor dicho, consti­
tuyen lo que nos es dable designar como ordenamiento jurídico¿ 
pero para su observancia, es preciso que éste tenga un principi<Jt 
de validez. Las normas nacen para ser cumplidasj por ello, una de 
las características esenciales de todo ordenamiento jurídico es la 
eficacia. En resumen, tenemos que como características de todo or­
denamiento jurídico se encuentran: La Organización, La Plurisub­
jetividad, La N ormación y La Eficacia, para así tener de una ma­
nera completa la idea de éste, dentro de un sistema de Derecho 
Positivo. 

Ahora bien, si reconocemos la existencia de un ordenamien­
to jurídico administrativo, los supuestos de incumplimiento o vul­
neración del mismo podrán también darse en este ordenamiento 
jurídico, con lo cual estamos tratando da poner de manifiesto que 
el campo jurídico administrativo no es distinto de cualquier otro 
campo o rama específica del Derecho, como podrá serlo el De­
recho Civil, el Derecho Penal, etc., y en consecuencia; los prin­
cipios que hayan sido sostenidos y aplicados a otros ordenamien­
tos jurídicos, podrán ser aplicados al Derecho Administrativo, 
con lo cual también pondremos de manifiesto que tales principios 
jurídicos son de aplicación universal en el mundo jurídico. 

-16 



Al respecto, cabe aclarar que esto ratifica la unidad concep. 
tual de las instituciones jurídicas, ya que al hablarse de "delito, 
contrato, prescripción, acto jurídico", etc., debe hacerse referen­
cia a la propia sustantividad de dichas instituciones, por encima 
del campo del Derecho en que sean analizados o utilizados. 

El Derecho es un cuerpo vivo y unitario, toda vez que si ana­
lizamos la estructura del mismo, observamos que tales institucio­
nes tienen un principio de validez universal en el mundo del 
Derecho, y esa sustantividad está relacionada con su propia exis­
tencia, la cual no se destruye por admitir en él una serie de ra­
mas, sino que precisamente por ser ramas, reciben su vida de 
una misma savia al igual que lo hacen las ramas de un mismo 
árbol. 

Todas las instituciones jurídicas mencionadas y con ella la 
ilicitud tema básico de este trabajo, han de ser consideradas co­
mo conceptos de un mismo contenido significativo en todos los 
ordenamientos de que se trate, por ello, al hablarse del ilícito 
civil, el ilicito penal o del ilícito administrativo, no queremos ha-
cer de manera alguna la aseveración de que se trata de tres ilf. 
citos diferentes, aunque será lógico considerar que las diferen­
cias existentes lo estarán dado en función a sus consecuencias, 
por ejemplo, de la ilicitud civil, su consecuencia será la obliga­
ción de indemnizar, de la consecuencia directa del ilícito penal, 
será la pena y su secuela, asimismo, de el ilícito administrati­
vo su consecuencia será la sanción propia de esta índole y dejan­
do así expedito el camino para que en caso dado podamos ha­
blar de otro tipo de responsabilidadP.s propio de la ilicitud admi .. 
nistrativa, como es el caso de que también pudiesen ocurrir o me­
jor dicho, concurrir, responsabilidades de tipo diverso, tal como 
es el caso de la ilicitud civil, que puede al propio tiempo produ­
cir responsabilidades en el orden penal y en el administrativo 
simultáneamente con relación a la consecuencia específica, sin 
que ello suponga sin embargo, una alteración de la esencia misma 
de su contenido conceptual de ilícito. 

-17-



II.-NECESIDAD DE UNA "PARTE GENERAL" Y DE UNA 
TEORIA GENERAL DEL DERECHO 

En el mundo jurídico no existe institución alguna que sea pri­
vativa de una sola rama o disciplina del Derecho a tal grado que 
su utilización en el ámbito de otra, nos lleve a considerar que su 
aplicación en aquélla resulte una usurpación institucional, ya que 
las características básicas de las propias instituciones jurídica, tie­
nen el mismo significado y, su aplicación a otras ramas jurídicas, 
se podrá hacer lógicamente tomándose en cuenta las caracterís­
ticas específicas que para la aplicación se requiera imprimirles 
al hacerse el mencionado translado de un campo al otro dentro 
del propio Derecho. 

Así, al respecto, pone de manifiesto ZANOBINI ( 2) cómo: 
"dada la falta, en el derecho escrito, de principios generales en 
torno a la infracción y a la pena administrativa, la práctica, y tam­
bién la doctrina han tratado de aplicar en su comparación, los 
principios del Derecho Penal y de su procedlmiento". Lo cual quie­
re decir que si existiese una Teoría General del Derecho unifica­
da en su doctrina, no habría necesidad de acudir a préstamos de 
unas con respecto a otras ramas del Derecho, toda vez que si se 
acude a realizar esos préstamos es por razón de que la "norma 
general del Derecho Penal en tanto es aplicable a la responsabili­
dad y a la pena administrativa, en cuanto es posible acudir a prin­
cipios jurídicos generales y no constituyen al contrario, princj­
pio especial, justificado sobre todo por razones políticas y jurí­
dicas propias del Derecho Criminal". ( 3) 

Carnelutti afirma que es necesario construir una Teoría Ge­
neral, y dice que si bien la exigencia de la existencia de las teo­
rías particulares son un requisito para poder construirse dicha 
teoría general, no es menos importante la consideración de "que 
solo a la luz de la Teoría General podrán ser plenamente com­
prendida las teorías Particulares". 

Al respecto ALESSI comenta que el Derecho Penal no es 
utilizado como recurso para integrar por vía de analogía el Derecho 
Disciplinario con el Derecho Penal ( 4), sino para encontrar que 
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t;;-.nto en el Derecho Penal como en el Derecho Disciplinario exis­
~en principios propios a todo poder punitivo y que dada su simili­
tud, son aplicables las instituciones y principios del Derecho Pe­
nal al Disciplinario. 

111.-ILICITUD, ANTIJURIDICIDAD Y DELITO 

Frecuentemente se utiliza con sentido de identidad concep­
tual, expresiones tales como ilícito, delito y antijuridicidad, no sien­
do idénticos, lo cual ocurre en virtud de la inexistencia de una 
parte general del derecho la que tuviese una construcción unita­
ria desde el punto de vista conceptual; es menester constatar en la 
práctica cómo son utilizados frecuentemente términos que no co­
rresponden en su contenido significativo jurídico, con un inten­
to vano de localizar diferencias inexistentes unas veces y en otras 
no adecuadas para su aplicación lo cual puede dar lugar a con­
fusiones de tal magnitud, que bien pudiesen acarrear el fallo to­
tal de un sistema jurídico. 

Al respecto, opina el destacado tratadista SIL V A MELERO 
que: "cuando los actos humanos se atemperan a sus postulados, 
la conducta se reputa lícita y si por el contrario, se separa de sus 
normas, la consideramos injusta, torticera, antijurídica, o ilíci­
ta". Con tales términos quiere el autor manifestar, que aunque 
cada uno de ellos posea un matiz diferente o una peculiaridad es­
pecífica, todos ellos tienden a significar una actuación desviada 
de los cauces de rectitud que ei Derecho propugna teleológica­
mente y coercitivamente impone. 

Nuestro propósito es analizar detenidamente el concepto de 
"ilícito" para que una vez determinado éste, pasemos a inten­
tar levantar o construir sobre él, un concepto de "ilícito admi­
nistrativo", y de aquí nuestra preocupación por obtener con 
la mayor claridad posible la fijación del concepto de ilícito, 
término de una amplitud C'onsiderable ya que como decíamoS¡ 
toda vez que el delito, es una "MANIFESTACION DEL !LI­
CITO", y en este orden de cosas, consideramos que a su vez la 
antijuridicidad constituye uno de los elementos del propio ilícito 
aunque en la práctica hemos visto que la idea de ésta se ha ve-
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nido a configurar de manera preponderante en el orden penal y 
es LUIS JIMENEZ DE ASUA, (5) quién preferentemente se 
plantea dicho problema de carácter terminológico y al respecto 
aceptamos su postura de no identidad entre ambos conceptos o sea 
entre el concepto de ilícito y el de antijuridicidad, pero en lo que 
no estamos de acuerdo es que él, expresa que es más "vago, im­
preciso e indeterminado el concepto de ilícito que el concepto de 
antijuridicidad"; para nosotros, esto se debe, a que el concepto 
de ilícito, es más amplio que el concepto de antijuridicidad y que 
al hablar del ilícito, consideramos que se encuentran dentro de 
dicho concepto una serie de manifestaciones y elemenhs que in­
volucran entre ellos la id·ea de "antijuridicidad", en tanto que a 
contrario sensu, el concepto de antijuridicidad no podrá abarcar 
nunca la totalidad de manifestaciones a que el ilícito se puede 
referir y utilizar, toda vez que éste en su más amplia acepción 
puede no solo referirse al campo del Derecho, sino extenderse 
al campo de la moral, y sin que por esto se suponga como ex­
presa JIMENEZ DE ASUA, "el caer en la impresición del hablar 
corriente". ( 6) 

Ha sido la doctrina Italiana la que con mayor frecuencia ha 
utilizado el concepto de "ilícitud" y al respecto PETROCELLI (7) 
expresa que el término "torto" o ilícito son términos generales 
que se refieren también al ilícito no jurídico, de lo que se des­
prende que una acción que contravenga algún precepto de la Mo­
ral, será un "ilícito moral". 

CARNELUTTI (8) nos dice que el concepto de acto ilícito 
consiste en la violación de. una obligación, resaltando asímismo 
la no identidad entre ambo~ conceptos y llevándolos a contraste 
definitivo en función a sus propias y específicas características. 

En atención al aspecto "formal", sostiene ANGELO DUSS 
(9) que es constitutivo de ilicitud fiscal "todo acto contrario al 
ordenamiento jurídico para que se prevea una sanción, la que 
puede serle impuesta al actor, como consecuencia debida a una 
conducta que desobedezca una obligación impuesta por una nor­
ma tributaria y que afecte a los intereses fiscales del Estado u 
otro ente público". Con lo cual hemos podido observar que si bien, 
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la Doctrina Italiana, ha abordado con mayor atención la idea de 
los conceptos de ilícito y antijuridicidad, no hay confusión en 
ella para determinar conceptualmente cada uno de ellos. En el 
ámbito del Derecho Penal es donde mayor ingerencia tiene el tér­
mino de "ilícito", ya que en este ordenamiento es donde la anti­
juridicidad ha sido considerada como uno de los "aspectos del 
delito"; así mismo observamos que en este orden, la antijuricidad 
no opera sola dentro del mencionado ámbito penal, sino que muy 
por el contrario, aparece plenamente hermanada con el concepto 
de "tipicidad" y al respecto EDMUNDO MEZGER (10) anali­
za la antijuricidad expresando de ésta, su no identidad con el con­
cepto de "tipicidad", al examinarla primeramente como: a) in­
justo material, b) injusto objetivo, c) injusto típico. Aunque es 
de considerarse que en un principio la idea o concepto de anti­
juridicidad tenía cierta independencia pero una certera y atinada 
visión hizo que la tipicidad y la antijuridicidad se unieran dadas 
las relaciones o nexos existentes entre ambas instituciones, aun­
que sin embargo PUIG PEÑA ( 11) coloca a la antijuridicidad en 
rango preferente. 
, Por otra parte, es de gran importancia el determinar que no 
solamente en el orden penal es que se podrá hablar técnicamen­
te de la aplicación de la idea de antijuridicidad, ya que esta ins­
titución como anteriormente indicábamos no es privativa del cam­
po de lo penal, lugar en donde ha sido destacada su actuación 
de manera preponderante y así al referirnos a la concepción de 
ENNECCERUS (12) quién al estudiar los aspectos subjetivos y 
objetivos de la antijuridicidad, expresa que se contradice el or­
denamiento jurídico, siendo al confundir este autor, entre ilicitud 
y antijuridicidad, con lo cual de su estudio se desprende, que acep­
ta la intervención de el concepto de· antijuridicidad y el de ili­
citud en el campo del Derecho Civil con lo cual queda de mani­
fiesto la unidad conceptual de las instituciones en el Derecho. 

IV.-LA DESOBEDIENCIA A LA REGLA JURIDICA 

Cuando los actos humanos se conforman a sus postulados, 
la conducta se reputa lícita y por el contrario cuando se separa 
de sus normas, se considerará injusta, torticera, antijurídica o 
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ilícita. Al infringir los postulados que. la Ley impone, se puede 
decir que la conducta humana ha desobedecido a la regla jurídica, 
concientemente en unos casos, desconocedora del alcance o mag­
nitud de su transgresión, ya sea negligeULemente o descuidada­
mente, esta transgresión ha hecho que se produzca un cambio en 
el mundo jurídico. En otras palabras la violación a la regla ju­
rídica se habrá producido en razón a la existencia de un acto al 
que habremos de calificar contrario a De>recho, y de cualquiera 
forma y en cualesquiera ortlenamiento que se analice, estaremos, 
en presencia de un ilícito. Al respecto define ENNECCERUS al 
"delito o acto ilícito" como la ·"conducta culposa contraria a de­
recho, de la cual el ordenamiento jurídico deriva como conse­
cuencia sustantiva un deber de indemnizar". Con lo cual nueva­
mente volvemos a hacer la observación en el sentido que si bien 
todo delito es acto ilícito, no todo acto ilícito, es delito. 

1.-EL ACTO JURIDICO. 

Empezaremos desde un punto de vista relativo . al ordena­
miento jurídico civil, al decir que existen los Hechos Jurídicos 
en sentido general, de los cuales expresar~mos que los llamados 
hechos jurídicos son aquellos que el Derecho toma en considera­
ción para atribuirles consecuencias jurídicás. ( 13) Los efectos de 
Derecho pueden consistir en la creación, transmisión, modifica­
ción y extinción de obligaciones o derechos, (14) Los hechos ju 
rídicos relevantes pueden ser de variada naturaleza, tales como 
acontecimientos (nacimientos, muertes, etc.), otras veces de ca­
rácter positivo, tal es el caso de: la mayoría de edad, o de carác­
ter negativo tales como la omisión de algún acto como por ejem­
plo: La Mora, Asimísmo pueden consistir en una conducta hu­
mana, como en el caso de La Denuncia o de la Querella. Otros 
casos pueden consistir en situaciones, como en la duración de · 1a 
posesión de un inmueble. (15) A su vez los Hechos Jurídicos se 
dividen (lato sensu) e:c: Actos Jurídicos y Hechos Jurídicos (es­
t,rictu sensu). Al respecto LEON DUGUl'I' dirá: "Es acto jurídico 
todo acto de voluntad que interviene con la intención de que se 
produzca una modificación en el ordenamiento jurídico, tal comQ 
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existe en el momento en que se produce, o tal como existirá en 
Jn momento futuro dado". (16) 

Cuando el hecho jurídico es causado por la intervención vo­
luntaria del ser humano estaremos en presencia del acto jurídico: 
Cuando la realización es querida por el agente o al menos previ­
sible por éste en su resultado exterior, podrá producir efectos ju­
rídicos dice OERTMANN ( 17) ya ser por "ajustarse a lo previs­
to en el ordenamiento jurídico o ya sea al ir en contra de éste, y 
de esta forma tendremos una conducta lícita o ilícita". Al refe­
rirse a los efectos que causa la conducta iHcita, esta será de di­
ferente índole, obligación de indemnizar el daño, en otros casos 
se hará acreedor el agente a una pena corporal o bien a una 
sanción de índole administrativa, los mencionados efectos se pro­
ducirán independientemente de que su autor los deseara o no, o lo 
que es lo mismo, no podrán ser controlados por el agente en la 
casi totalidad de los casos, sino porque así lo establece el ordena­
miento jurídico, de tal forma que la finalidad del ordenamiento ju­
rídico consistirá en tratar de evitar los actos antisociales de los 
componentes de un conclomerado socioló~co. ( 18) 

2. -ACTO LICITO Y ACTO !LICITO. 

Respecto al acto jurídico, cabrá una doble consideración, pri­
meramente como acto lícito y posteriormente como acto ilícito según 
se adecue o contravenga la regla jurídica, ya decíamos que las nor­
mas nacen para ser cumplidas lo cual pone de manifiesto el "im­
perium" o potestad del poder público para sancionar todas aque­
llas conductas ilícitas. Para el efecto, ROBERTO RUGGIERO 
(19) nos dirá que el acto jurídico ilícito es aquel que concreta­
mente lesiona al derecho objetivo, y que siendo adecuada la con­
ducta humana a las normas jurídicas estaremos ante un acto ju­
rídico lícito toda vez que el ordenamiento jurídico conciente que 
se realice. 

V.-EL !LICITO COMO INFRACCION DEL ORDENAMIENTO 
JURIDICO 

De lo anteriormente expuesto, deduciremos que en términos 
generales se podrá hablar de ilícitos al considerar todo aquello 
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que se opone al ordenamiento jurídico, y por ende vulnera su 
finalidad. Al estudiar el concepto de acto lícito e ilírito, no· toca­
remos el problema de las sanciones, ya que en este ensayo, úni­
camente intentaremos poner de manifiesto las características y 
manifestaciones del ilícito jurídico circunscribiéndolo al ámbito 
del Derecho Administrativo. Por lo eiue ya tendremos oportuni­
dad de señalar que en dicho ámbito, la idea de "sanción" desem­
peña un función diferente a la de "pena", toda vez que la prime­
ra constituye para la Administración un deriecho subjetivo y por 
ende susceptible de ser ejercitado potestativamente, en tanto que 
en el ámbito del Derecho Penal, la "p::ma" deberá ser necesaria­
mente impuesta. 

VI.-CONSIDERACION SUBJETIVA Y .QBJETIV A DEL 
!LICITO. Y REDUCCION DE· ESTAS A UNIDAD 

Para hacer más precisa la idea de lo que se va a tratar de 
estudiar, es de gran importancia señalar las concepciones doc­
trinales que se encuentran en f.rand!a oposición al respecto, y con­
siguientemente el intento de reflejar la disparidad de opiniones 
y por ende la idea de una mayor y mej<'r comprensiqn sobre el te­
rna. De tal manera, COSSIO Y CORRAL, nos dirá, ( 20) que la 
ilicitud subjetiva es aquella que tiene wmo base una culpa (do­
lo o negligencia de su autor) definiéndose entonces como ilicitud 
subjetiva; y dice que en caso de que provenga la ilicitud, de un 
acto no culpable, cuando por no conocer los hechos a que se refie­
re una determinada prohibición legal, o lo que 1es lo mismo por ig­
norancia excusable de la Ley se infringe el ordenamiento jurídico, 
se estará ante un supuesto de ilicitud objetiva. 

Al respecto PUIG BRUTAU habla de un demento subjetivo 
(culpa del autor) admitiendo los casos que aun siendo no permi­
tidos o contrarios a .derecho no se califican de actos ilf citos y pue­
den dar origen a indemnizar sin concurrir ninguna clase de cul­
pa o negligencia, como actos o casos excepcionales de "responsa­
bilidad objetiva". 

DELIYANNIS, armoniza y complementa los conceptos subjeti­
vos y objetivos, asimismo señala que éstos parecen irreconcilia-
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bles, pero que su oposición es más bien aparente que real y es que 
las dos teorías no han llegado, dice hasta el fin último de su sis­
tema y añade que ambas pueden ser reducidas a esta idea única; 
un acto o una abstención son objetivamente ilícitos y por ende 
constitutivos de falta, desde que su autor ha violado una norma 
jurídica, siendo esta idea cierta y, recuerda serlo así para las lla­
madas teorías objetivas. A continuaci.Jn, el autor se plantea el 
problema en torno a dilucidar en que forma resuelven esto las 
menCionadas teorías objetivas, toda vez que dichas teorías afir­
man que obra de manera ilícita aquél que "obra sin derecho", 
preguntándose, en que momento se habrá actuado sin derecho, 
ya que el derecho positivo mantiene el principio general de que 
lo que no 1esté expresamente prohibido es permitible, lo cual ha­
rá que la conducta del hombre quede circunscrifa a los lfmites 
constitufdos por la serie de mandatos y prohibiciones del orden 
jurídico. Por lo cual el autor se pronun.:!iará incuestioriablemen­
te 1en el sentido de considerar el acto ilícito como aquél que vio­
la lo que está prohibido, diciendo que resulta evide1'te que in­
cluso en el espíritu de los partidarios de la teoría subjetiva, la 
ilicitud de un acto consiste 1en la violación de una regla de con­
ducta objetiva, es decir en la violación de una norma de regi­
men jurídico. 

VII.-ILICITUD OBJETIVA Y RESPONSABILIDAD OBJETIVA. 
SUS DIFERENCIAS 

Como hemos indicado en la parte que antecede, y con objeto 
de analizar más detenidamente el problema, de tal modo que que­
den .más precisas las diferencias existentes al respecto sobre la 
ilicitud, trataremos de destacar tanto las diferencias como las si­
militudes entre las consideraciones objetivas de la ilicitud y la 
responsabilidad objetivas. Se recordará que momentos antes, ex­
presábamos que en los actos jurídico'.,; encontramos que existen 
algunos que no si1endo imputables al a~ente a título de culpa o 
negligencia, no obstante ello, le acarrean una responsabilidad al 
agente, aunque de manera excepcional o accidental, pero, por lo 
mismo, a pesar suyo, lo obligan a indemnizar al ofendido como 
es el caso de la responsabilidad civil proveniente de un atrope-
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llamiento (delito denominado imprudencia!) en el cual el mane­
jador de un vehículo causa lesiones a un peatón y no obstante 
de que se aduzca al respecto que esto se debió a una causa ajena a 
su responsabilidad como es la excluyente determinada por el pe­
rita3e Legal en el sentido de que "por una falla mecánica" se hi­
zo imposible controlar dicho automóvil, siendo éste un incidente 
civil dentro del proceso penal, para la obtención de la repa­
ración del daño, señalándolo así nuestro Derecho Positivo en la 
siguiente jurisprudencia: S. C. Jurisp. de.f., 6a. época, 2a. parte, 
número 250. 

Este tipo de responsabilidad es propiamente un problema que 
el Derecho ha resuelto de manera práctica: consiguiendo que per­
sonas o entes que por una desmesurada extensión de los princi­
pios imperantes en el Derecho Penal quedan excentos de una atri­
bución de responsabilidad, vengan sin embargo a hacer frente a las 
consecuencias o resultados de dicha conducta, de aquí la impor­
tancia de diferenciar la ilicitud úbjetiva de la responsabilidad obje­
tiva y de éstas con la responsabilidad suhsidiaria son verdaderos 
casos, en unos de ilicitud y en otros, de responsabilidad objetiva. 

Con respecto a los casos de responsabilidad objetiva, exami­
naremos para el efecto, los consignados en el artículo 31 de la 
Ley de Minas Italiana, de la cual MONTEL ( 21) al hacer un 
minucioso análisis, señala cómo es un argumento fundamental pa­
ra excluir el requisito de culpa, para la resarcibilidad del daño, 
el contenido del mencionado precepto: "el concesionario está obli­
gado a resarcir todos los daños producidos por el ejercicio de la 
minería". Y en iguales términos se pronunciará la Ley Españo­
la de Minas, de 19 de febrero de 1944, al establecer en el artícu­
lo 38 que el poseedor o titular de un permiso de explotación, será 
responsable de los daños que ocasione con sus trabajos, inclu­
yendo los producidos a minas colidantes por intromisión de la­
bores, acumulación de aguas, invasión de gases y otros acciden­
tes similares originados por la mencionada explotación de las mi­
nas. De lo cual se desprende que estamos ante dos supuestos en 
los que no encontraremos bases para considerarlos como de ili­
citud subjetiva ni objetiva, y sin embargo obligación de indem­
nizar, esto es precisamente lo que hemos expuesto anteriormente, 
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tales casos constituyen una "responsabilidad" por riesgo u ob­
jetiva. Observamos también que en estos casos se produce una 
actividad lícita subjetiva y objetivamente considerada, y que a 
consecuencia de dicha actividad al causarse un daño, surge fren­
te al titular· del derecho lesionado una responsabilidad, general­
mente de indemnización del daño o perjuicio. En ninguno de es­
tos casos parte el legislador de actividades que aún remotamen­
te pudieran constituir una infracción al ordenamiento jurídico, y 
por lo tanto aún menos podríamos hablm de dolo o culpa en ta­
les supuestos en la realización de dicha conducta, si se ha produ­
cido una obligación de indemnizar, esto es dado en función al in­
terés tutelar que el Estado mantiene por los trabajadores, tal es 
el caso de nuestro derecho laboral mexicano, en que la mencio­
nada Ley, es resultante directa de ese interés por proteger a la 
clase trabajadora del Pais. Siendo en ello, la primera Constitu-' 
ción que así lo establece en su propio texto, adelantándose crono­
lógicamente y por consiguiente, dando así una palpable muestra 
de reconocimiento a la seguridad social. 

Deberá hacerse notar que tanto en el supuesto de ilicitud C1b­
jetiva como en el supuesto de responsabilidad objetiva, la con­
secuencia o sea la obligación de indemni1ar es la misma, sin em­
bargo en la base hay algo distinto esencialmente, presencia de 
ilicitud en el primer caso y ausencia de ella P.n el segundo caso, lo 
cual hace que en muchas ocasiones al recoger la ley casos concre­
tos que denomina de responsabilidad subsidiaria, lo que está ha­
ciendo es plasmar situaciones definidas de responsabilidad, pero­
ª consecuencia de un acto ilícito, pero que no lo expresa así por­
que según los mencionados principios penale.!'> resultaría poco me­
nos que postura herética. 

Es de gran importancia hacer notar que ha sido la doctrina 
civil la que se ha avocado al estudio de los problemas de respon­
sabilidad sin culpa, ya que las actuales tendencias son en el sen­
tido de que el hombre responda aunque haya actuado con la de­
bida previsión y prudencia y sin posibilidad de preveer el even­
to dañoso. (22) Tal actuación del derecho moderno ha sido plas­
mado en la legislación obrera, lugar en donde ha tenido excep­
cional desarrollo, a fin de no dejar en el desamparo al trabajador, 
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al respecto GARCIA OVIEDO ( 23) señala las tres etapas por las 
cuales ha atravesado el Derecho del Trabajo respecto al proce­
so justificativo de las responsabilidades en materia de accidentes 
de trabajo, en orden cronológico. 

PRIMERA ETAPA: La delictiva o culposa. En esta etapa, 
la responsabilidad del empresario o Patrono, se configuraba úni­
camente en el caso de que quedase comprobada la causa como 
debida a la propia voluntad del patrón o sea que se exigía una 
relación de imputabilidad a cargo de dicho empresario, por no 
haber observado la empresa las condiciones de seguridad reque­
ridas para evitar el accidente de trabajo, y sin culpa del empre­
sario, no se produciría la responsabilidad del patrón para indem­
nizar, dejando en el desamparo al t1•abajador y a los que de él 
dependían, con lo cual se marcó una etapa de franca inseguri­
dad social. 

SEGUNDA ETAPA: Denominada Contractual, la cual me­
diante un contrato de trabajo o relación de trabajo, compromete 
al patrono a garantizar al obrero su seguridad personal al consi­
derarse en esta etapa que la culpa debería ser separada de los ac4 

!identes del trabajo, diciendo que si los accidentes de trabajo se 
producen durante la tarea correspondiente y dicho trabajo se en­
cuentra relacionando al trapajador con el patrono, entonces se de­
bería de referir a dicho contrato dt! trabajo cualquier accidente 
que sufriera el trabajador a excepción de que se comprobase que 
hubo culpa en el obrero por el accidente sobrevenido. Esta con­
cepci6n contractual dice GARCIA OVIEDO es una construcción 
más humana y más favorable al trabajador que la tesis de la cul­
pa subjetiva. 

TERCERA ETAPA: La del riesgo profesional. Esta etapa 
surge en un avance de la seguridad social, de la que se dice, equi­
para al hombre con la máquina y por ende ha sido calificada de 
poco humanista, pero ·es de considerarse que en ella, el ejercicio 
profesional está mayormente garantizado que en las anteriores 
etapas, al prescindirse en ella de la culpa y estimando que la res­
ponsabilidad se origina de la propia existencia de la empresa, de 
la peligrosidad que ésta implica, al considerarse que es un com-
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mento subjetivo es aquél que responderá o soportará las conse­
cuencias, en función a una relación o deber de carácter de subor­
dinación, de tutela, de vigilancia, de insolvencia económica, ta­
les consecuencias que dimanan de dicha relación, lo responsabili­
zan a indemnizar o reparar el daüo sin que para ello sea necesa­
rio que este segundo elemento subjetivo de dicha relación, efec­
túe una conducta que no podrá ser consiJerada ni objetiva ni sub­
jetivamente ilícita, aunque que:-emos hacer resaltar que en el as­
pecto subjetivo del primero sí existirá una conducta iHcita y que 
frente a los perjuicios causados, será la segunda quien lo sopor­
ta, generalmente idemnizando. 

Al respecto, en nuestro derecho positivo, podemos citar al­
gunos supuestos tanto en el orden civil como en el penal y asimis­
mo en el ámbito de lo Administrativo. Siendo en el primero de 
los mencionados, lo que estipula el artículo 1918 del Código Ci­
vil vigente para el Distrito Federal, o se responsabiliza a las per­
sonas morales de los daños y perjuicios que causen sus repre­
sentantes legales en el ejercicio de sus funciones. En igual sen­
tido destaca la actuación consignada en el artículo 1924 del cita­
do ordenamiento civil, al expresar que se presume que los patrones 
y los dueños de establecimientos mercantiles incurren, bien sea 
en una culpa "in vigilando;' o en una culpa por mala elección "in 
eligiendo" cuando sus empleados u operarios causan daños en la 
ejecución de los trabajos que les encomiendan. (S. J., t. LXXXVII, 
pág. 275). Igualmente, el artículo 1919 responsabiliza a los que 
ejercen la patria potestad en r~lación a los menores a su cargo. Asi­
mismo, el artículo 1921 lo hace con respecto de quienes ejercen 
la tutela de incapacitados. Por su parte el artículo 1920 respon­
sabiliza a los directores de colegios o talleres por el control o cui­
dado respecto a los menores allí depositados por sus padres. El 
artículo 1925, también es otro supuesto d"! responsabilidad sub­
sidiaria, toda vez que responsabiliza a los jefes de casa y a los 
hosteleros en las irregularidades que los sirvientes a su encargo 
realicen. 

En el orden penal también encontraremos supuestos de ca­
rácter subsidiario tales son las conductas recogidas en el artículo 
32 del Código Penal vigente para el Distrito y Territorios Fede-
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rales, dicho artículo recoge tales conductas consangrando la men­
cionada responsabilidad absidiaria, sin responsabilidad penal. El 
artículo 29 del citado ordenamiento habla de la reparación de la 
pena, como "pena pública" y deja expedito el camino a la repa­
ración de carácter civil exigible a terceros, la que se tramitará en 
forma de incidente en los términos que fije el Código de Proce­
dimientos Penales, siendo exigible ésta de conformidad con los 
artículos 590 a 599 del Código Federal de Procedimientos Civi­
les. 

A este respecto, o sea la exigibilidad de la mencionada obli­
gación, es de importancia señalar que nuestro máximo Tribunal 
ha sustentado muy variadas y contradictorias opiniones, al decir 
primeramente que: "La resolución que se dicte en un proceso, de­
clarando que ha prescrito la acción penal, no impide hacer efectiva 
la responsabilidad civil proveniente de delito; y por tanto, en na­
da afecta la suerte del incidente respectivo, por lo cual no pue­
de tenerse como tercero perjudicado al acusador, en el amparo 
que se pida contra la sentencia de que no ha prescrito la acción 
penal". ( 24) Siendo esta opinión expresada en el año de 1926 por 
nuestro máximo Tribunal de Derecho, la cual sin duda está re­
flejando una clara y certera visión del problema, pero posterior­
mente en el año de 194 7 sustenta ésta muy diferente y contradic­
toria opinión al sentenciar que: "La responsabilidad civil prove­
niente de delito, es una consecuencia ineludible de la penal, y si 
ésta no existe, tampoco puede existir aquella, si se tiene en cuen­
ta que, faltando la causa, no pueden existir los efectos". (25) 
Agravándose más esto al interpretarse que la sentencia penal se 
refleja en la civil, con lo cual se da por terminado la exigibilidad 
de la reparación del daño si la sentencia penal ha sido de carác­
ter absolutorio. Con lo cual quedan sin posibilidad de indemniza­
ción, todos aquellos daños provenientes de la responsabilidad sin 
culpa, así como los daños provenientes de una conducta culposa 
en el orden civil, y que no siéndolo para e] orden penal, es ab­
suelto el actor en la sentencia penal. 

Ahora bien, por lo que toca al ámbito del Derecho Adminis· 
trativo, aquí se constata un avance muy acertado en un regimen 
de Derecho, como el nuestro, al admitir el Estado un principio 
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de "autolimitación" de su poderío, toda vez que si bien, en el 
Código Civil Vigente para el Distrito Federal en su artículo 1928, 
imponía la necesidad de que para que éste respondiera subsidia­
riamente de sus empleados o funcionarios cuando en ejercicio de 
sus funciones causaban perjuicios a terceros, se demostrase la 
insolvencia de los mismos, esto ha c;1qo superado con la Ley de 
Depuración de Créditos a cargo de] Gobierno Federal, de fecha 
31 de Diciembre de 1941, ( 26) en la cual se mantiene el criterio 
de no ser necesario el demandar previamente a los mencionados 
empleados o funcionarios cuando sus actos u omisiones impliquen 
una culpa en el funcionamieµto de los servicios públicos. La ad­
misión de el principio por el cual ~1 Estado reconoce esa respon­
sabilidad subsidiaria, es síntoma de adelanto y garantía para los 
particulares, toda vez que el Derecho es por antonomasia recipro­
cidad o bilateralidad en sus relaciones. 

Al respecto GABINO FRAGA, (27) afirmará: "La. situación 
que se acaba de exponer hace pensar fundadamente que la Legis· 
lación mexicana se ha mantenido en un estado de atraso tal que 
bien puede decirse que no se ha le.grado en nuestro país un ver .. 
dadero Estado de Derecho, pues como se ha sostenido "un siste• 
ma de responsabilidad de la Administración ... es esencial a la 
existencia del Estado de Derecho" 
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CAPITULO II 

I.-LA UNIDAD CONCEPTUAL DEL !LICITO JURIDICO 
Y SU PLURALIDAD DE MANIFESTACIONES. 

En la parte que antecede hemos tratado de exponer un concep­
to de ilícito jurídico para después intentar construir la idea o 
concepto de· ''ilícito jurídico administrativo''. Para el efecto, es de 
importancia el destacar que las características de dicho ilícito jurí­
dico siempre serán las mismas y que no variarán al ser utiliza­
das expresiones tales como ilícito civil, ilícito penal· o ilícito ad­
ministrativo, si bien es en el campo de lo penal, en donde parece 
tener mayor relieve su aplicación y por ende, tal parece que ello 
nos hace pensar en la existencia de diversas características o di· 
versos tipos de ilícitos, no siendo esto así, toda vez que la unidad 
conceptual del mismo nos permite considerar al ilícito como una 
infracción a uno o varios ordenamientos jurídicos especiales, sien­
do como es lógico suponer, que se podrán apreciar una serie de 
diversas manifestaciones en la infracción ya sea que se infrinja el 
ordenamiento jurídico civil o el administrativo; esto es, lo que si 
tendrán caracteres propios o diferentes, es decir, por las conse· 
cuencias que se produzcan en cada ordenamiento, pero es de capital 
importancia ratificar que el contenido significativo del concepto 
de "ilícito jurídico" es el mismo en cualesquiera de los ámbitos 
del Derecho en el que se le analice o aplique éste. La existen· 
cia de una diversidad de ordenamientos jurídicos, aportará, en con· 
cepto de calificativo, una serie de circunstancias accidentales que 
serán las que en definitiva van a permitirnos hablar de las diver­
sas manifestaciones del ilícito jurídico. 
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11.-DIFERENCIAS ENTRE LAS DISTINTAS 
MANIFESTACIONES DEL ILICITO 

Para el efecto, habremos de considerar o analizar detenida­
mente, el ilícito y obtener una base diferenciadora que nos per­
mita hacer la separación entre cada una de las manifestaciones 
del ilícito jurídico. Encontrando que existen dos criterios al res­
pecto, siendo ellos: A) Diferencia determinada por la sanción; B) 
Diferencia determinada por el ordenamiento jurídico infringido. 

A) DIFERENCIA DETERMINADA POR LA SANCION. 

Respecto a esta diferenciación, que se basa en las C;n'acterfs­
ticas de las diversas manifestaciones del ilícito jurídico, es per­
tinente exponer que tie·ne un gran número de adeptos entre los 
tratadistas contemporáneos, siendo dicha diferenciación o crite­
rio para obtener su aspecto determinante, el basado principalm~n­
te en lo que respecta a la trascendencia, relevancia y sobre todo a 
los· elementos exteriores, en los que parecen tener preponderan­
cia los efectos que la causa, o sea las características de la san­
ción, preferentemente a sus antecedentes naturalísticos. 

1. -fücito Penal e Ilícito Civil. 

Esta distinción es de las más difíciles y de las que mucho se 
.ban preocupado en analizar los juristas, ya que al parecer existe 
una marcada discrepancia doctrinal en los criterios que son sus­
tentados al respecto. Intentaremos abordar el problema, señalan­
do que para FRANCESCO CARNELU'ITI ( 1) existe una cate­
goría de actos ilícitos no ·delictivos y su presencia mueve al au­
tor, a plantear la diferenciación entre los actos ilícitos penales 
y los actos ilícitos civiles, diciendo que para él, hay una raz6n que 
está basada únicamente en la sanción "según la especie de la san­
ción a la que se refie·re el efecto del acto ilícito (restitución o 
pena) se distingue lo ilícito civil de lo ilícito penal". ( 2) 

Al respecto, considera como valoraci6n diferencial entre am­
bos ilícitos, la intensidad así como la relevancia existentes en 



función a la noción de ilicitud. nos dice SILVA MELERO, y agre­
ga que en la ilicitud civil, ésta, se presenta o se muestra valora­
da preferentemente en sus elementos exteriores, con criterios eco­
nómico1, asumiendo una figura :rarticLilarmente objetivizada en 
la cual prevalece el elemento materia~ sobre el elemento subje­
tivo y donde se destaca más el efecto que la causa. En tanto que en . 
el ilícito penal, éste se presenta preferentemente valorado en fun­
ción a la voluntad que lo produjo, o sea, predominando el ele .. 
mento subjetivo sobre el elemento material y destacándose la cau­
sa sobre el efecto. De lo antes expuesto, el mencionado autor seña­
la que en relación al problema su'!>tentado en la diferenciación 
del ilícito civil y el ilícito penal, concluirá diciendo que estaremos 
ante una ilicitud meramente civil cuando el hecho ilícito previsto 
explícita o implícitamente en la norma civil no es tratado por la 
Ley Penal como delito, toda vez que de esta manera no habrá du­
da acerca de su punibilidad y agrega, que el problema se volve­
rá más difícil en el caso específico en que un mismo hecho es 
sancionado simultáneamente por los dos ordenamientos jurídicos 
(el penal y el civil) siendo en estos casos en donde el autor opta 
por un criterio político en el cual, nuevamente hace mención de 
la trascendencia la relevancia o la alarma, y más que nada a la 
situación de peligro que involucra. 

BIAGIO PETROCELLI ( 3) afirmará al respecto, que para 
la determinación del ilícito, el criterio a seguir no podrá ser otro 
que el de la sanción. · 

2.-Ilícito Penal, Ilícito Civil e Il!cito Administrativo. 

Es de observarse que en la diferenciación entre estas tres dis­
tintas manifestaciones del ilícito, la mayor parte de los tratadistas, 
lo hacen a partir de sus consecuencias o sea en el efecto y no así 
en la causa, lo cual sería lo más indicado. Al respecto, FERRER 
SAMA ( 4) señala, que la clife:rencia uo es de naturaleza sino de 
consecuencias, afirmando asimismo que la unidad conceptual del 
ilícito es precisa y que por ende, se puede afirmar que es ilícita 
una conducta cuando se opone al ordenamiento jurídico, aclaran­
do, que en unas ocasiones el ordenamiento jurídico le ha seña-
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lado al hecho, sanción civil, otras veces, sanción administrativa 
o penal, lo cual hace que se pueda hablar de ilícitos en los tres 
mencionados ordenamientos. 

Con igual criterio, también en razón de la naturaleza de la 
sanción se pronunciará para obtener la diferenciación entre el ilí­
cito penal y el ilícito administrativo, el tratadista ELIO CASSE­
TA (5) al afirmar que se entenderá por ilícito penal el "reato" 
al cual el ordenamiento reconoce una pena criminal y por ilíci­
to administrativo aquel hecho que el ordenamiento señala una 
sanción de tal índole, y agreg¡;i que la diferenciación entre ambos 
ilícitos no es más que la fundada por sus respectivas sanciones. 
(6) 

En igual sentido se pronunciará GIOV ANNI MIELE (7) el 
1:ual nace un análisis de las distintas formas en las que se pro­
ducen las consecuencias o sea, dice que, las sanciones indicarán 
claramente el tipo de ilícito que las constituye, así, en el caso del 
ilícito civil, su consecuencia se traducirá en una responsabilidad 
de carácter patrimonial y asimismo indica que si la sanción se limita 
a la obligación de resarcir el daño patrimonialmente, será un su­
puesto de ilicitud civil. En el caso de que la sanción sea de las 
que imponen pena privativa de la libertad y que asimismo se 
encuentran dichas sanciones previstas en el Código Penal y se 
le requiere para su aplicación o ejecución de un procedimiento 
jurisdiccional, estaremos ante un supuesto de ilicitud penal, y que 
se tratará de un ilícito administrativo, cuando se impone la san­
ción, en ejercicio de una función de la Administración y que la 
sanción constituya principalmente en pena pecuniaria o también 
lo podrá ser, la privación de determinados beneficios. 

B) DIFERENCIA DETERMINADA POR EL ORDENAMIENTO 
JURIDICO INFRINGIDO. 

De lo que antecede, habTemos deducido lógicamente, que las 
ideas o criterios sustentados, han sido encaminados o dirigidos bá­
sicamente a destacar o señalar, que es en la consecuencia, en don­
de se encuentra el aspecto diferencial de cada correspondiente su­
puesto de ilícito. 
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Ahora bien, por lo que respecta a la posición que adopta MIE­
LE, pudimos observar que además de hacer mención a la conse­
cuencia, también toma en consideración a los procedimientos que 
son aplicados, así como las características que influyen, en el ca­
rácter jurisdiccional o no jurisdiccional del ente que sanciona. Pe­
ro aún así, es de considerarse que falta una mayor penetración 
en la propia sustantividad de la nota diferenciadora implícita en 
la conS€cuencia que importa el ilícito correspondiente, pues no 
es suficiente la concurrencia de tales nociones para darnos cuen­
ta de una precisa distinción entre las diversas manifestacione~ 
del ilícito, toda vez que la consecuencia es la que vendrá deter­
minada por la n.aturaleza de la causa, lo cual requiere de una in­
vestigación más detenida para ver si entre las distintas manifes­
taciones del ilícito jurídico, se puede obtener alguna nota que 
con toda precisión y pulcritud jurídica puede determinar el di­
verso sentido o carácter de la sanción apli.cable a cada caso espe­
cífico, dado en función al respectivo ordenamiento infringido, to­
do ello sin variarse la esencia del concepto unitario de "ilícito 
jurídico". 1

. 

Al respecto, parece ser la única solución a este problema, el 
volver hacia la idea de pluralidad de ordenamientos jurídicos, re­
cordando para el efecto, cuando decíamos al respecto de las nor­
mas, que éstas deberían de poseer un principio de validez, o sea, 
nos referíamos a la eficacia¡ es de suponer que podremos llegar a 
concluir en el sentido de que según sea el ordenamiento jurídi­
co general el infringido, o alguno de los ordenamientos jurídicos 
especiales, los vulnerados por el acto ilícito, se estará en presen­
cia de un ilícito de tal o cual naturaleza, según las propias y es­
pecíficas características del ordenamiento jurítlico infringido, lo 
cual nos da la oportunidad de poder diferenciar un ilícito de otro, 
en función al ordenamiento infringido y así, siguiendo por este 
camino estaremos en posibilidad. de apreciar que la característi­
ca de la sanción impuesta en cada caso específico de infracción, 
será expresión del propio ordenamiento vulnerado. 

Con lo que se ha indicado, se podrá ahora expresar, que en mo­
do alguno la sanción pueda ser la nota determinante en la dir 
ferencia entre uno y otro ilícito según vulnere a uno u otro or-
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denamiento jurídico, ya que las propias y específicas caracterís­
ticas de cada ordenamiento nos darán la pauta correspondiente 
para obtener la precisa diferenciación de cada ilícito, penal, ci­
vil, o administrativo, y no requerir del análisis en la considera­
ción del "efecto", sino mejor y con mayor precisión, en la "causa". 
Toda vez que la sanción, en la práctica, pod1::mos ver en múltiples 
ocasiones tener idénticas características; como sucede en la apli­
cación al caso de un ilícito penal y de igual manera lo observa­
mos en el caso de el ilícito civil o administrativo, tal es el caso de 
aquellr.ts infracciones que aún siendo di~tintos los ordenamien­
tos jurídicos infringidos, se han señalado en éstos una multa¡ aho­
ra bien, se podrá argumentar al respecto que dicha multa en uno 
y otro ordenamiento, aún cuando coincidan en su imposición, lo 
hacen cada uno de los mencionados ordenamientos con una fina­
lidad distinta, siendo precisamente esta objeción, la que nos da­
rá la razón, ya que si la finalidad es diferente en cada ordena­
miento jurídico, entonces resultará lógico penetrar a la íntima 
realidad del concepto de ordenamiento jurídico, para que con ba­
se en este concepto, de su análisis, se infieran las notas diferen­
ciales que habrán de poseer los ilícitos penales, civiles o admi­
nistrativos, con lo cual habremos localizado dichas notas en la 
"causa" que los origina y no por ende en las consecuencias o "efec­
tos", determinados estos en la ~anción". Lo cual de otra manera 
dicho, será, devolver el planteamiento del mencionado tema al 
estudio del campo del ordenamiento jurídico, para que de éste, 
se obtengan a su vez, las propias y específicas características que 
habrán de individualizar a los ilícitos en sus manifestaciones res­
pectivas y al propio tiempo ello, sin perder su unidad conceptual 
en el mundo jurídico, como instituciones o principios de validez 
universal en el Derecho. 

De otra forma, en caso de ser posible aceptar la diferencia 
entre ilícito civil e ilícito penal por ejemplo, sobre la base de que 
el primero lesiona al derecho objetivo y el segundo entrañarí~ 
una lesión a un derecho subjetivo, es de considerarse si podrá o 
no ser posible esto, o sea, infringir un derecho subjetivo sin que 
al propio tiempo resulte vulnerado el ordenamiento jurídico co­
mo expresión del derecho objetivo, al respecto FERNANDO GA­
RRIDO FALLA ( 8) manifiesta qae la conexión existente entre 
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derecho subjetivo y ordenamiento jurídico, es de tal naturaleza 
que el desconocimiento o vulneración de aquél constituye siem­
pre, y simultáneamente, infracción de la norma jurídica. 

De lo cual, en resumen, podemos constatar la existencia de 
ilícito penal, cuando resulte infringic!o el ordenamiento jurídico 
general que el Derecho Penal tutela ( 9) asimismo, en el caso del 
ilícito civil cuando sea vulnerado el ordenamiento jurídico civil y 
así por lo consiguiente en el ámbito administrativo. 

111.-LA COMPATIBILIDAD ENTRE LAS DIVERSAS , 
MANIFESTACIONES DEL !LICITO JURIDICO 

Es posible hablar, de compatibilidad en las diversas manifes­
taciones del ilícito jurídico toda vez que como hemos puesto de 
manifiesto, el carácter unitario de éste, su presencia puede re­
sultar concurrente y al hablar de ilícito penal o de ilícito civil o 
de ilícito administrativo, podremos constatar que en un mismo 
acto se podrá infringir simultáneamente el ordenamiento jurídico 
general del Estado y alguno otro de carácter especial, o también 
ser dicho acto, constitutivo de una infracción a dos o más orde­
namientos jurídicos especiales; igualmente se podrá decir de la 
ilicitud del acto, sin confundirse esta expresión con la de acto ilí­
cito, siendo característica diferencial entre estas expresiones la 
necesaria presencia de un aspecto de carácter psicológico, pero 
ello no es imprescindible para la constitución de el concepto de 
ilícito como ya anteriormente pusimos de manifiesto. 

Asimismo, se podrá constatar que un acto puede infringir al 
propio tiempo el ordenamiento jurídico privado así como el orde­
namiento jurídico especial o general, o lo que es lo mismo, la ili­
citud de un acto puede vulnerar al mismo tiempo al ordenamielh­
to jurídico tutelado por el Derecho Penal y al Administrativo, re­
sultando de ello, la aplicación de diversas sanciones con arreglo 
a ambos ordenamientos, para el efecto consideramos como un ejem­
plo de lo anteriormente expuesto, la conducta tipificada por el ar­
tículo 219 del Código Penal vigente para el Distrito y Territorios 
Federales, señalando dicho artículo la penalidad que podrá im­
poner al sujeto activo que específicamente señala a su vez el ar .. 
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tículo 220 del citado ordenamiento jurídico, el cual se refiere al 
supuesto jurídico que requiere la conducta ilícita en el delito de 
"peculado", señalábamos anteriormente, el sujeto activo de este 
delito lo constituye: ''Toda persona encargada de un servicio pú­
blico"; pudiéndose incluir en este supuesto o alguna persona con­
siderada como "funcio.iario público" y al considerar a éste den-
tro de dicho supuesto, observaremos que por ende tendrá éste una 
personalidad que lo vincula con la Administración Pública, lo cual 
hará que en función de esta especial relación de sujeción, el men­
cionado funcionario, habrá infringido necesariamente el ordena­
miento jurídico del Estado y cuya tutela compete tanto al orden 
p~nal como al administrativo, ya que al propio tiempo habrá vul­
nerado normas que expresamente lo relacionen con la Adminis­
tración, con lo cual podremos concluir diciendo, que a tal indi­
viduo se le sujetará a la vez a un proc2dimiento jurisdiccional de ín­
dole penal y al mismo tiempo a otro que se le podrá calificar de ad­
ministrativo. Su conducta ilícita ha vulnerado por partida doble 
al ordenamiento jurídico con base en la dualidad de infringir el 
ordenamiento penal y también violar el ordenamiento jurídico ad­
nistrativo; de igual manera es de considerar que la conducta ilí­
cita de quién ostenta un grado académico o profesional podrá re­
sentir en su actitud una doble consecuencia, primeramente, la pe­
na en si misma y posteriormente la "destitución" o "inhabilita· 
ción" para poder ejercer determinada profesión, lo que da tam­
bién la idea de ser una, la medida penal, y la otra consecuencia 
de carácter administrativo será, la inhabilitación o destitución 
para ejercer una profesión. 

Al respecto, cabe hacer la consideración que en forma muy 
especial y en referencia al ilícito fiscal hace eí tratadista ANGE­
LO DUSS (10) quién al señalar esta concurrencia de ilícitos que 
indicabamos anteriormente, dice: "constituirá delito todo atenta­
do o toda lesión al derecho soberano del Estado a la percepción 
de los tributos; contravención o ilícito administrativo toda vio­
lación a las disposiciones de control y a aquellas que imponen la 
obligación de atender oportuna y regularmente el tributo: ilícito 
civil, todo comportamiento que haya tenido por consecuencia un 
daño patrimonial para el Estado u otro ente público". 

-44-



Es de considerarse que al hacer la consideración del análisis 
que efectuase dicho autor, éste parece que· más bien que en plan­
tear la concurrencia de ilícitos, estaba pensando en la concurren­
cia de responsabilidades, pero de cualquier forma, esto viene a 
poner de manifiesto que la ilicitud de una conducta, puede tener 
distintos perfiles al propio tiempo y éstos operan de manera inM 
dependiente entre ellos, con lo cual quedará de manifiesto la com­
patibilidad de las diversas aplicaciones del ilícito que indicába­
mos al inicio del tema. 

Resulta de gran importancia, el dejar bien asentado en el 
curso de este trabajo, el que dicha compatibilidad que ya hemos 
mencionado anteriormente, sólo podrá admitirse desde el punto 
mismo que la conducta infrinja dos ordenamientos jurídicos di­
ferentes en el mismo acto ilícito, pues solamente así es posible 
negar la aplicación del principio denominado "non bis in idem" 
que impide la sanción doble en el propio ordenamiento, lo cual 
consagra nuestro Código Político Fundamental en el texto esti­
pulado en su artículo 24 al decir categóricamente que nadie pue­
de ser juzgado dos veces por el mismo delito, ya sea que se le ab­
suelva o se le condene en el juicio. Es únicamente cuando en con­
currencia, resultan infringidos dos ordenamientos jurídicos dis­
tintos y es en el caso mencionado cuando se podrán compatibili­
zar las sanciones, mismas que tendrán diferentes finalidades. 

También es preciso señalar que el planteamiento que estamos 
tratando de exponer acerca del ilícito jurídico administrativo lo 
hacemos desde el punto de vista del administrado, frente al orde­
namiento jurídico administrativo, o sea desde el punto de vista del 
administrado en sus relaciones con la autoridad administrativa, 
y no partiendo del de la consideración de la autoridad adminis­
trativa. 

El administrado se encuentra frente a la Administración en 
una relación denominada de sujec~ón y su violación al ordena­
miento jurídico administrativo constituirá un ilícito administra­
tivo, siendo que al realizarse éste, la Administración tiene como 
potestad el poder aplicar sanciones de muy diversos contenidos. 
(11) 
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Al respecto, queremos hacer la consideración acerca del ilí­
cito administrativo, destacando que no es requisito que necesaria­
mente el administrado cause un daño con su propia actividad ili­
cita frente a la Administración sino quE:, la simple no observancia 
de el ordenamiento jurídico general administrativo o del ordena­
miento interno de la misma, lo constituirán de tal forma, y como 
es lógico pensar, la sanción que esto le acarreará al administra­
do podrá ser de muy variada índole o contenido, asimismo, será 
suficiente que se produzca cualesquiera inobservancia o infrac­
ci6n de los deberes impuestos por el ordenamiento jurídico ad­
ministrativo. (12) 

La inobservancia de el ordenamiento jurídico administrativo 
por parte del administrado nos puede llevar a dos puntos de vis­
ta diferentes, siendo en el primero de ellos, cuando la ilicitud de 
éste, contrasta con un deber particular impuesto al administrado 
en función de una relaci6n determinada con la propia autoridad, 
o por el contrario cuando no existe dicha relación del agente con 
la Administraci6n y estando este al margen de toda relación que 
le vincula con la misma, su actitud ilícita contrasta con un deber 
general establecido para todos los sujetos del ordenamiento ju­
rídico. ( 13) 

De lo que se desprende, la necesidad de abordar ·el tema de 
las diversas situaciones en que se puede encontrar el particular o 
el administrado con respecto a la Administraci6n Pública, 

IV-ESTADOS DE SUJECION 

Como anteriormente hemos expresado, se destaca la impor­
tancia de realizar un estudio acerca de las condiciones que operan 
en los deberes que pesan sobre los individuos que integran un 
Estado de Derecho. Ahora bien, del ordenamiento jurídico pue­
den derivarse una serie de deberes que pesan sobre todos los in­
dividuos que integran dicho Estado, en una forma genérica, o 
sea, sin analizar a éste, aisladamente considerado o individuali­
zándole en función a una especial refación con la Administración 
Pública. En el primer caso, la gran masa de administrados se en­
contrará frente a la Administraci6n en un caso de sujeción gene-
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realizada no especializada, pero una porción de aquella gran ma­
sa de administrados estará, además vinculada a la Administración 
por medio de una relación especial y de aquí derivará una situa­
ción denominada "situación general de s11premacia", en la cual se 
tienen deberes especiales por parte de los mismos administrados 
integrantes de esta vinculación para con la administración, y asi­
mismo se tendrán especiales deberes de sujeción en la otra situa­
ción denominada de sujeción "especial", 1a cual comprenderá re­
laciones especiales de poder. (14) 

Para comprender mejor este tema intentaremos desglosarlo, 
o sea, que trataremos de analizar separadamente cada una de las 
expresadas relaciones y para el efecto diremos que los estados 
de sujeción pueden ser considerados desde el punto de vista de; 
a) Como relaciones generales de poder; b) Como relaciones es­
peciales de poder. Intentaremos ser precisos y analizar sus carac­
teres fundamentales así como las posibles diferencias. 

a) LAS RELACIONES GENERALES DE PODER. 

Principiaremos por decir que los derechos de supremacia ( 15) 
pueden ser ordenados en dos categorías, siendo la primera de ellas, 
la que comprenderá la totalidad de los derechos que constituyen 
la soberanía general que el Estado mantiene sobre todas las per­
sonas físicas o jurídicas que lo integran, esto como se podrá no­
tar es lo que constituye el aspecto genérico de la soberanía tal 
como la concibió JEAN BODIN, sintizándola en su magistral 
concepto: MAJESTAS EST SUMMA IN CIVES AE SUBDITOS 
LEGIBUSQUE SOLUTA POTESTAS, como uno de los impres­
cindibles ingredientes jurídicos de todo Estado contemporáneo de 
Derecho. 

Por lo que a la segunda categoría corresponde, pertenecerán 
todos aquellos derechos de soberanía que el Estado aplica en "es­
peciales" relaciones de sujeción fundadas normalmente no en un 
"general e inssum", sino por medio de un acto directo suyo sobre 
determinadas personas. Al respecto consideran algunos tratadistas 
que en las relaciones existentes tanto de carácter general como las 
de carácter especial todas ellas dependen de la soberanía del pro-
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pío Estado, y otros tratadistas consideran que en el caso específi­
co de las relaciones especiales, estas no dependen como tales de 
la soberanía, sino por el contrario las consideran de poderes de­
rivados de aquella, al afirmar que tienen las mencionadas rela­
ciones especiales de poder su base en un ordenamiento jurídico 
no soberano y no territorial. ( 16) 

Para ALESSI, ( 17) la posición de supremacía de la Adminis­
tración resulta del hecho de ser ésta, expresión concreta del Es­
tado actuando para la satisfacción de fos intere~es colectivos con­
cretos, como titular del poder de "IMPERIO" a la par que pueden 
subsistir posiciones particulares de supremacía de la Admnis­
tración en relación con los particulares (supremacía más acen­
tuada que la de carácter general), teniendo, una fundamentación 
diferente de la simple titularidad del poder de imperio, en fun­
ción a la necesaria accesoriedad de dicha posición mencionada así 
como en orden a relaciones de carácter intercurrentes entre la ad­
ministración y los particulares y que requiere de una mayor y 
más acentuada supremacía de la Administración en sus funcio­
nes de interdependencia con el otro sujeto. ( 18) 

En otros casos, se considera que la administración al ejercer 
su supremacía para con el administrado, lo hará en la suprema­
cía especial o sea con base en una relación especial en la cual se 
da en una insuficiencia de la supremacía general de la Adminis­
tración o "poder de policía" como manifestación de éste, corres­
pondiendo al Poder Disciplinario el castigar una actitud que por 
los mencionados nexos o relaciones que tenga con la Adminis­
tración así compete hacerse, en virtud de estar ligados a ella con 
respecto a las particulares relaciones existentes entre ambos. ( 19) 

Al resp~cto GARCIA 'rREVIJANO, señala que las relaciones 
generales de poder de la Administración las ejerce en forma ge­
neralizada ésta, y que cuando restringe su esfera de acción a lí­
mites más comprimidos, se estará ante el supuresto <lenominado 
de relación especial en el que la Administración tiene una ma­
yor y más cercana intervención en la que la actuación del indi­
viduo está en una relación concreta de interdependencia directa 
con aquélla, afirmando que surge esta supremacía "especial" en 
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aquellas ocasiones en que resultan insuficientes las normas poli­
ciales generales. ( 20) 

ERNEST FORSTHOFF define a las relaciones generales de 
poder como aquéllas existentes entra el Estado y los súbditos ( 21) 
y agrega que el ingreso a una institución pública hace que el par­
ticular se sujete a una relación especial de poder cuyos deberes 
concretos son determinados por la institución. 

FERNANDO GARRIDO FALLA (22) considera que del po­
der general de la Administración se deriva la sumisión de los par­
ticulares frente a ésta y agrega que el Derecho Público conoce de 
otros supuestos que determinan la existencia de unas relaciones 
de carácter especial. Lo que hace presuponer la sujeción genéricq 
primeramente del individuo frente a la Administración y lo cual 
está en función con la simple integración del ciudadano en el seno 
de la organización social por el hecho de pertenecer al ordena­
miento jurídico estatal y asimismo supone la existencia y sujeción 
de los individuos que se encuentran ligados a una especial relación 
de dependencia, declarando la potestad de policía como inhe­
rente al primer tipo de sujeción y la Potestad Disciplinaria como 
propia de la relación de sujeción especial. 

b) LAS RELACIONES ESPECIALES DE PODER. CARACTE­
RISTICAS Y DIFERENCIAS. 

Al hacerse el estudio de las relaciones generales de poder, 
se hizo patente el que un sector doctrinal las considera como ori­
ginadas en la soberanía del Estado en tanto que otros tratadistas 
consideran que las relaciones especiales de poder se derivan de 
un ordenamiento jurídico no soberano y no territorial, pero aún 
cuando no esté determinado dicho origen, la realidad práctica es 
de que podemos constatar la existencia de un ordenamiento jurí­
dico interno de la Administración y al cual consideramos como 
factor real de las mencionadas relaciones especiales y asimismo 
en la existencia de un ordenamiento jurídico general del Estado 
el cual mantendrá el otro factor de las relaciones generales de 
poder ya mencionadas. Lo que hace adoptar una posición de cier­
ta reserva, en la cual se considera que la definición de las men-
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aquellas ocasiones en que resultan insuficientes las normas poli­
ciales generales. (20) 

ERNEST FORS'I'HOFF define a las relaciones generales de 
poder como aquéllas existentes entra el Estado y los súbditos (21) 
y agrega que el ingreso a una institución pública hace que el par­
ticular se sujete a una relación especial de poder cuyos deberes 
concretos son determinados por la institución. 

FERNANDO GARRIDO FALLA (22) considera que del po­
der general de la Administración se deriva la sumisión de los par­
ticulares frente a ésta y agrega que el Derecho Público conoce de 
otros supuestos que determinan la existencia de unas relaciones 
de carácter especial. Lo que hace presuponer la sujeción genéric~ 
primeramente del individuo frente a la Administración y lo cual 
está en función con la simple integración del ciudadano en el seno 
de la organización social por el hecho de pertenecer al ordena­
miento jurídico estatal y asimismo supone la existencia y sujeción 
de los individuos que se encuentran ligados a una especial relación 
de dependencia, declarando la potestad de policía como inhe· 
rente al primer tipo de sujeción y la Potestad Disciplinaria como 
propia de la relación de sujeción especial. 

b) LAS RELACIONES ESPECIALES DE PODER. CARACTE­
RISTICAS Y DIFERENCIAS. 

Al hacerse el estudio de las relaciones generales de poder, 
se Wzo patente el que un sector doctrinal las considera como ori­
ginadas en la soberanía del Estado en tanto que otros tratadistas 
consideran que las relaciones especiales de poder se derivan de 
un ordenamiento jurídico no soberano y no territorial, pero aún 
cuando no esté determinado dicho origen, la realidad práctica es 
de que podemos constatar la existencia de un ordenamiento jurí­
dico interno de la Administración y al cual consideramos como 
factor real de las mencionadas relaciones especiales y asimismo 
en la existencia de un ordenamiento jurídico general del Estado 
el cual mantendrá el otro factor de las relaciones generales de 
poder ya mencionadas. Lo que hace adoptar una posición de cier­
ta reserva, en la cual se considera que la definición de las men-
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cionadas relaciones no es preponderante factor en tanto que re­
sulta mejor el expresar las características de éstas; siendo con­
sideradas como principales características de las relaciones espe­
ciales de poder: una acentuada situación de dependencia, de la 
que emanan determinadas obligaciones; existencia de una rela­
ción personal; estado de limitación de la libertad; imposibilidad 
de establecer de antemano la extensión y conocimiento o conte­
nido de las relaciones, así como la intensidad de las necesarias in­
tervenciones coactivas en la esfera de los afectados; el hecho de 
que el individuo tiene que obedecer ciertas órdenes especiales, 
las .que no emanan de la Ley sino que 5on derivadas o delegadas 
en función a ésta; así como el aspecto de que esto se explique en 
la situación de sometimiento expreso a su ingreso a determinada 
institución, basada esta actitud en una política de productividad 
y eficiencia administrativa. Siendo de considerarse que no todas 
estas características se darán en su total intensidad en todos los 
supuestos, pudiéndose observar que algunas de ellas se encuen­
tran ausentes debido a que los supuestos elaborados no serán siem­
pre implícitos a determinados perfiles específicos de la relación 
de sujeción especial como ello puede lógi~amente analizado, al tra­
tar de referirnos al elemento de voluntariedad que si bien juega 
s: empre papel esencial por cuanto respecta a la situación del fun· 
cionario, no puede decirse lo mismo en lo previsto en la relación 
especial que mantiene el Estado para con el preso o con la situa­
ción disciplinaria correspondiente al ordenamiento jurídico en que 
se encuentra el militar, en sus funciones específicas. 

Al respecto consideramos, que la base esencial en la funda­
mentación de las relaciones especiales de sujeción estriba en la 
existencia de un ordenamiento jurídico interno de la Adminis­
tración (23) y del cual se desprenderán las situaciones o debe­
res del sujeto limitándole su libertad, limitación de la libertad 
que deviene de la Ley y por el consentimiento expreso que otor­
ga el individuo en su acatamiento cumo administrado en esa es­
pecífica relación. 

Como anteriormente expusimos, existe una marcada discre­
pancia al respecto por los conceptos que de ellas señalan los ju­
ristas y dicha diversidad de oposiciones doctrinales se destaca 
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preponderantemente en el campo del poder disciplinario en or­
den al cual JEAN RIVERO, ( 24) señala que no es privativo de 
la función pública. 

Asimismo es de considerarse, que An las empresas privadas 
al igual que en todo núcleo social dotado de un mínimo de orga­
nización, existirá un régimen disciplin:irio, en el que los que ac­
túan como dirigentes tiene·n el poder de aplicar a los miembros 
integrantes de la mencionada organización, las sanciones que han 
sido previstas para las desobediencias a dicho sistema, tales san­
ciones pueden estar previstas en un reglamento interno de la 
propia empresa o taller en el caso de los obreros, y asimismo, en 
todos los ordenes, observamos que la disciplina es una necesidad 
que la realidad social impone, Lo cual hace nacer la potestad del 
poder disciplinario. Con iguales carecterísticas vemos que la dis­
ciplina de la función pública es una expresión peculiar de la dis­
ciplina interna de los grupos socialmente organizados. Por su par­
te el tratadista GEORG E VED EL ( 25) coincidirá igualmente al 
señalar cuales son las características que definen al derecho dis­
ciplinario, el cual es la manifestación de la existencia de las rela­
ciones especiales de sujeción. 

Resulta de importancia, el que lógicamente se inferirá que si 
en todo grupo organizado existen tales elementos vinculadores en 
el orden interno que ha sido mencionado, es también de supo­
nerse que ellos, pertenecerán a relaciones de sujeción reguladas 
por el derecho privado y que en concol'dancia con la Administra­
ción, tendrán los mismos perfiles característicos, sólo que, esta­
rán regidos por el derecho público tod . .a vez que como concluye 
GARCIA TREVIJANO (26) no hay materialmente hablando, dis­
tinción alguna entre las relaciones especiales y las relaciones ge­
nerales de poder, el destacar el aspecto público o sea la regula­
ción por el derecho público, es porque, a él pertenece la Admi­
nistración Pública. 

Siendo esta similitud de actuación de unas con respecto a 
otras (relaciones de poder) dentro del campo del derecho públi­
co y del derecho privado, según sea el caso de que se trate, de 
relaciones generales o especiales, la que nos marcará la pauta a 
seguir para poder obtener la difererJciación, toda vez que unas se 
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dan en el ámbito soberano del Estado y las relaciones especia­
les de poder se destacarán, por exclusión, asimismo estaremos en 
posibilidad de señalar que de igual forma en el primer caso, las 
relaciones generales son propias de los ordenamientos jurídicos 
territoriales y las especiales lo serán a su vez, de ordenamientos 
jurídicos no territoriales. Con lo cual también tendremos una ba­
se para diferenciar entre el "poder de policía" y el "poder dis­
ciplinario", según se trate de la aplicación de los principios im­
perantes en el ordenamiento jurídico territorial y en el segundo, 
cuando se trata de aplicación a ordenamiento::; jurídicos no terri­
toriales estaremos ante la presencia de la esfera de acción que le 
compete al poder disciplinario, tal como lo comenta PIETRO VIR­
GA (27) y también lo corrobora RASPONI (28) cuando defi­
ne al poder disciplinario como poder de supremacía provisto de 
sanción punitiva, del ordenamiento jurídico no soberano y no te­
rritorial. 

Ahora bien, al poner de manifiesto que a! respecto de las 
mencionadas ideas o conceptos de relaciones generales y espe­
ciales de poder, las hacíamos derivar de los ordenamientos jurí­
dicos generales y los especiales, decíamos que materialmente ha­
blando entre los supuestos admitidos entre el Derecho Público 
y el Derecho Privado no existe distinción salvo que la Adminis­
tración Pública está regulada por normas comprendidas en el 
primer caso o sea el del Derecho Público, sus relaciones tendrán 
ese carácter, añadiéndose a la opinión de ALESSI, ( 29) respecto 
a otra de las características, la denominada "accesoriedad", y la 
cual consiste en que cuando por una insufichmcia del "poder de 
policía" y en general de la normal supremacía de la Administra­
ción, entra en acción la relación especial para así establecer un 
vínculo más fuerte y concreto entre el administrado y la Adminis­
tración, toda vez que si para el administrado la sujeción general es 
o consiste en una serie de obligaciones o deberes que pesan sobre él 
al igual que sobre los demás ciudadanos, es por razón directa de 
la propia índole de las específicas funciones de dicho individuo 
que resalta la necesidad o "accesoriedad" de sujetarsele con ese 
otro vínculo que resultará de mayor consistencia para que así no 
carezca la propia Administración de elementos suficientes en un 
momento dado para hacerle sentir el peso de su potestad en fun-
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ci6n a las actividades desarrolladas por aquél y que pueden afec­
tar seriamente el buen funcionamiento debido en orden a la pro­
ductividad, eficiencia y seguridad de la acción administrativa. 

V.-EL !LICITO ADMINISTRATIVO SEGUN LOS 
ESTADOS DE SUJECION 

Como se ha hecho mención, el medio ~n que hace sentir su 
acción de manera inmediata la Administración, es por la relación 
general de poder, o sea, al través de la situac.i.ón administrativa 
o potestad que hemos definido como "poder de policía, ( 30) en 
tanto que en sus relaciones especiales de sujeción, está integra­
da su actividad en función al "poder disciplinario", los cuales en­
trañan para el particular o administrado una serie de deberes u 
obligaciones que pesan sobre ellos limitándolos en sus libertades 
y cuya inobservancia constituirá d.if eren tes manifestaciones del 
'ilícito administrativo". 

Ahora bien, es de considerarse que si en el orden general, se 
produce una vulneración, ésta se verá sancionada por medio de 
la potestad de policía, la cual tiene como función específica la de 
"prevenir y reprimir las perturbaciones del orden público en ge­
neral", normalmente por medio de reglamentos en los que se cons­
tata la potestad normativa, la que a su vez nos ha servido para 
declarar la existencia de un ordenamiento jurídico administrati­
vo y siendo tales sanciones revestidas de un aspecto de preven­
ción de las perturbaciones del orden público tales como pueden 
ser los reglamentos de policía ( 31) y disposiciones jurídicas que 
contengan tal potestad o poder de policía. 

Siendo en el Estado democrático en donde se conjugan las 
tendencias liberales con las tendencias intervencionistas o Esta­
tales y en donde se permite o se hace posible la convivencia pa­
cífica mediante un uso racional y apropiado de fo libertad que ha­
ce permisible la coexistencia de todas las ideologías y liberta­
des en tanto no afecten los derechos de terceros y tendiente a un 
bienestar de justicia social. 

Para concluir, diremos que por una parte el poder de poli-
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cía, regula o controla las actividades del individuo en función al 
cumplimiento de una misión amplia tal como lo es la de "preve­
nir", y en su caso "reprimir" aquellas conductas antisociales que 
afecten al orden público en general. 

En tanto que si la infracción vulnera el ordenamiento inter­
no de la Administración, esto implica la afectación de aquellos 
deberes especiale!; impuestos entre administrados y Administra­
ción, ésta ejercerá la potestad interna propia de imponerla a aque­
llos grupos sociales que mencionaba RIVERO, o sea que dentro 
del ámbito interno, el mantenimiento del orden quedará enmar­
cado dentro del campo de la potestad disciplinaria de la Adminis­
tración, ( 32) 
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CAPrrlJLO III 
(Carácteres de¡l JU.cito Administrativo) 

DETERMINACION DE LAS CARACTERISTICAS POR 
RELACION A LOS DIVERSOS ELEMENTOS 

En los capítulos anteriores se intentó poner de manifiesto 
por una parte, la existencia y el concepto del "ilícito administra­
tivo" y, por otra, destacar las dos situaciones o relaciones en que 
puede encontrarse el ciudadano frente a la Administración Pú­
blica. · 

Asimismo, es consecuentemente necesario el avocarnos al es­
tudio de las diversas manifestaciones del ilícito administrativo y 
constatar una vez más, que al efectt1arse el traslado de dicha ins­
titución, a los diversos ordenamientos jurídicos, se hace sin que 
se modifique su unidad conceptual y es lógico suponer que de es­
ta forma lo que se podrá obtener será: las diversas manifesta-
ciones del ilícito jurídico. · 

Intentaremos primeramente analizar dichas manifestaciones, 
le acuerdo con el criterio sustentado, como corresponde al "ilí­
cito penal" y al ilícito civil". ( 1) 

Es de capital importancia para poder obtener una visión pre­
cisa y totalizadora del ilícito administrativo, desglosarlo en fun. 
ción a sus elementos, los cuales vendrán a perfilarlo en sus propias 
y específicas características. 

Al respecto trataremos de estudiar detenidamente los men· 
mencionados elementos, los cuales son: a) El Sujeto activo; b) 
La conducta; c) El objeto; d) La relación de causalidad. 
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1.- EL SUJETO ACTIVO 

A) EL SER HUMANO Y LA PERSONA JURIDICA. 

Resulta de gran interés el estudio de este tema, toda vez que 
al respecto existen amplios sectores doctrinales que sustentan ideas 
totalmente contrarias o lo que es lo mismo, existe gran discrepan­
cia doctrinal. Al respecto algunos tratadistas no consideran posi­
ble el hablar de responsabilidades de los entes o personas jurí­
dicas y consideran únicamente al ser humano como actor o centro 
de imputaciones y contrariamente a esta tendencia, existe otra 
concepción de características realmente revolucionarias frente a 
los principios imperantes del Derecho Pena! Mexicano con arre­
glo a la cual no sólo es posible hablar de una responsabilidad de 
entes o personas jurídicas sino incluso admitir la posibilidad de 
poder efectuar éstas la comisión del acto ilícito, notándose su in­
fluencia preponderante en el ámbito del ilícito administrativo y 
muy especialmente en el ilícito fiscal. 

En las relaciones que el ser humano sustenta con la Adminis­
tración Pública y de las cuales se derivan una serie de obligacio­
nes correlativas, dicho individuo es el actor habitualmente con­
siderado como el sujeto activo del ilícito administrativo, y en la 
relación frente a la Administración sustenta la calidad de sujeto 
pasivo (2) ya que puede presentar dos relaciones; general y re­
lación específica y con su conducta podrá dar lugar a infraccio­
nes diversas, con notas diferenciales que después señalaremos. 

Es de considerar que si bien el administrado puede vulne­
rar el ordenamiento jurídico administrativo general, no todo ad­
ministrado podrá infringir el ordenamiento jurídico interno de 
la Administración, toda vez que para ello se requiere que dicho 
administrado esté encuadrado dentro de aquel supuesto en el 
cual deberá mantener una relación de dependencia directa con 
la propia Administración, o lo que es lo mismo que esté en una 
"relación especial". 

1.- Consideraciowes Penales. 

A este respecto es de considerarse que en el Derecho Penal 
Mexicano es discutible la aplicabilidad de las sanciones penales 
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a los entes o personas jurídicas. La discrepancia doctrinal al res­
pecto, es considerable y por una parte, se sustenta la tesis de que 
"Las personas morales no pueden obTar con dolo ni con culpa 
y por lo tanto son incapaces de cometer delitos". Con lo cual se 
observará que de esta opinión se infiere que solamente el ser hu­
mano podrá ser considerado como "sujeto activo del delito", pues­
to que la base del delito está constituída por un comportamiento 
humano o sea que requiere de una voluntad, de un hacer o de 
una abstención, todo lo cual proviene de un aspecto primordial: 
La voluntad humana. A este respecto el Dr. LUIS ,JIMEÑEZ DE 
ASUA ( 3) dice lo siguiente: "Precisamente porque creo que el 
delito tiene como elemento conceptual inexorable la culpabilidad, 
y porque la pena además de ser consecuencia del cicto delictivo, 
tiene un fin, creo que no puede ser penalmente responsable la 
persona moral". El delito es acción (conducta humana) nos dirá 
MEZGER ( 4). Pero esta conducta podrá presentarse bajo una tri­
ple forma: 1) delito de acción; 2) delito de omisión propia; 3) 
delito de comisión por omisióh. Pero siempre sustentando la idea 
de que partimos de un supuesto de conducta humana, contrastan­
do con aquella otra concepción doctrinal en la que decíamos, es 
posible hablar de que la conducta corresponda a determinados 
entes o personas jurídicas y señalábamos concretamente como 
campo en el que tiene su más extensa aplicación el de lo admi· 
nistrativo y muy especialmente en el ámbito fiscal. 

En la actualidad se ha llegado al extremo de expresarse que 
el delito no es ya acción de un ser individual, sino más aún de 
una persona determinada, posición bastante discutible, pero tal 
expresión es de considerarse como proveniente de una concep­
ción "personalista" la cual es sin lugar a dudas una de las más 
nuevas concepciones ideológicas al respecto en la doctrina penal. 

"En el estado actual del saber penal, la pregunta de que sólo 
el ser humano es sujeto activo del delito resulta de sus propios 
postulados en que se fundamenta todo el sistema del Derecho 
Penal el cual hinca la raíz de su existencia en la conciencia y vo­
luntariedad de la conducta humana, raída por entero de impu­
rezas coactivas, tanto internas como externas sobre la decisión 
humana traducida -en este caso- en infracción penal por ser 
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sancionada y descrita en los preceptos de la Ley". Tal concep­
ción pertenece a DEL ROSAL ( 5) y en refuerzo a dicho con­
cepto, se pronunciará tambien EDMUNDO MEZGER al afirmar: 
( 6) "Sujeto (autor o participante) del delito lo es por regla ge­
neral el hombre como persona física. A esta afirmación corres­
ponde, a contrario sensu la regla de que el sujeto y en verdad 
autor del delito puede serlo, en principio, toda persona física". 

Pero, al decirse que el sujeto activo del ilícito penal o más 
especificamente del delito, lo constituirá el hombre, cabrá pre­
guntar con CUELLO CALON ( 7) si dicha afirmación se refe­
rirá. al hombre aisladamente o si se podrá asimismo considerar­
lo en el caso de que éste al encor1trarse reunido con otros indivi­
duos, constituya una persona jurídica. 

En la dilucidación en torno a este problema, es de considerar 
que el mencionado concepto de "persona" ha sido estimado en 
un aspecto restringido o sea como ser humano ( 8). 

JI) 

2.- Derecho Comparado. 

Al respecto, es importante señalar que en el Derecho Ingre-~; 
al hacerse mención a la "Interpretaxión Act" (9) de 1889, vere­
mos que dio origen a un criterio que posteriormente ha sido igual­
mente recogido por otras legislaciones contemporáneas y que en 
la parte conducente dice: "En los Estatutos relativos a delitos, la 
palabra persona, comprenderá asimismo a las corporaciones". En 
lo cual y ·en atención a lo que interesa destacar, observamos que 
se dio una correcta interpretación o aplicaciónn al concepto de per· 
sona, toda vez que es realmente limitativo el reducir el concepto 
de persona en función a referirse con tal término exclusiva y es· 
pecíficamente al ser humano, lo cual en su indicada acepción hace 
que posteriormente sea reforzado dicho término para así poder 
dar cabida en él a los entes o personas jurídicas. 

Como acabamos de señalar, también en otras legislaciones 
se consideró correcta la expresión en la que se incluyen a las 
personas jurídicas tal y como sucede ·en el Derecho Norteameri­
cano y en este caso nos vamos a referir al Código Penal de Nueva 
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York reformado en el año de 1892, .e igualmente podemos señalar 
el C6digo Penal del Canadá del mismo año, asimismo en el caso 
de el Derecho Alemán en el cual haremos mención a la Ley de 
13 die Diciembre de 1919 y en la que se establecen responsabili­
dades del orden penal a las personas jurídicas por las infracciones 
tributarias respecto a operaciones contables y en las que dicha 
Ley no requiere ser preciso demostrar culpabilidad de las per­
sonas físicas que la integren. El problema de la responsabilidad 
penal ha suscitado grandes polémicas y podemos hacer mención 
a las conclusiones a que arribaron en el reciente VI Congreso In­
ternacional de Derecho Penal, celebrado en la Ciudad de Roma 
en el año de 1953 y en el cual se reconoció la responsabilidad pe­
nal de las personas jurídicas, lo que quedó de manifiesto en la 
conclusión número ( 3, b) y al respecto es posible exponer con 
AFTALION, que dicha conclusión no fue objetada en modo al­
guno. (10) 

Es presumible la idea de que no es tan sólo el hecho de que 
el mencionado término "persona" en su cabal acepción involucre 
o comprenda también a la vez que el ser humano, haciéndolo 
igualmente con la persona jurídica, lo que ha venido a tomar auge 
en la posición doctrinal de los tratadistas, sino que en general la 
admisión de la responsabilidad penal de dichas personas jurídicas 
se funda primordialmente en la condición del notable incremen­
to que éstas han venido adquiriendo en los últimos tiempos y 
muy en especial en relación con el Derecho Financiero y Tribu­
tario. Asi como el peligro que representa esto, al poder utilizarse 
tales sociedades con fines poco escrupulosos eludiendo hábilmen­
te la responsabilidad de las personas físicas que mediante ellas 
operan y que en caso de verse descubierta alguna maniobra frau­
dulenta, el autor tenga oportunidad de ·efectuar algún recurso tal 
como es el poder disolver dicha sociedad con tal oportunidad que 
haga imposible materialmente el poderse perseguir ni a las per­
sonas físicas ni a las personas jurídicas que hayan sido consti­
tuidas. 

Al respecto es interesante señalar la posición que sustenta 
ENRIQUE AFTALION, quién siguiendo claramente una corrien­
te Kelseniana dice que: "Las personas jurídicas consisten igual 
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que las físicas, en en meros haces de acciones humanas que se 
imputan normativamente a un centro común de referencia. Sólo 
que en el caso de las personas jurídicas, agrega el profesor Aftalión, 
el centro común al que se imputan las acciones no es el agente 
humano que las realizó". ( 11) 

3.- El Problema en el Derecho Positivo Mexicano. 

Al respecto, ya al inicio de este tema ·esbozamos el criterio 
que impera en el ámbito penal, al señalar que es discutible la 
aplicación de sanciones de tipo penal a las personas jurídicas. 
Ahora bien, al referirnos al Código Penal vigente para el Dis­
trito Federal y Territorios Federales, la dilucidación en torno al 
problema de la responsabilidad de las personas jurídicas se en­
cuentra comprendida en los artículos 10. 11, y fracción VI del ar­
tículo 32 del citado ordenamiento, con lo cual podemos concluír 
que la verdadera responsabilidad penal, la que exigida sobre la 
base de la intención o de la culpa determina la imposición de 
penas propiamente dichas, es individual, mientras que la colec­
tiva más que un carácter penal tiene un sentido puramente pre­
v:entivo y que solamente confiere la imposición de medidas de se­
guridad o tutelares de intereses de carácter económico como re­
sultan ser las realizadas por la responsabilidad subsidiaria. 'I'am­
bién resulta interesante señalar la opinión de FERNANDO RO­
MAN LUGO, comentarista y redactor del Código Penal de Vera­
cruz, quién comenta al respecto: "A pesar de la persistentemen­
te enunciada tesis que niega la responsabilidad penal de las per­
sonas morales, dicha responsabilidad penal, se aceptó en nuestro 
Código, en los términos del artículo 21 y 9 en el que se estable­
ce en este último, que el Juez podrá sujetar a proceso a las per­
sonas morales a excepción de las instituciones del Estado, para 
el efecto de decretar ·en la sentencia las sanciones correspondientes, 
sih perjuicio de la responsabilidad individual en que hubieren in­
currido los autores de los delitos cometi'dos. Señalándose en el 
artículo 21 las sanciones correspondientes a las personas jurídi­
cas, que son: multa, reparación del daño, publicación de senten­
cia, disolución, suspensión, prohibición de realizar determinadas 
operaciones, o negocios, vigilancia de la autoridad, decomiso de 
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los efectos o instrumentos de delito". Igual criterio sustenta el 
Código de Tabasco, inspirado en idénticos principios jurídicos. 

Por lo que toca al artículo 10 del Código Penal vigente para 
el Distrito Federal, este señala: "La responsabilidad penal no 
pasa de la persona y bienes de los delincuentes, excepto en los 
casos específicados por la Ley". Con lo cual constatamos la irres­
ponsabilidad penal de las personas jurídicas. Por cuanto toca en 
torno al mismo problema, vemos que el artículo 11 del mismo 
ordenamiento penal estípula: "Cuando algún miembro o repre­
sentante de una persona jurídica o de una sociedad, corporación• 
o empresa de cualquiera clase, con excepción de las instituciones 
del Estado, cometa un delito con los medios que para tal objeto 
las mismas entidades le proporcionen, de modo que resulte co­
metido a nombre o hajo el amparo de la representación social o 
en beneficio de ella, el juez podrá, en los casos exclusivamente 
especificados por la Ley, decreitar en la s·entencia, suspensión de 
la agrupación o su disolución,· cuando lo estime necesario para la 
seguridad pública. Con respecto a la interpretación dicho artículo 
es interesante hacer mención a la opinión sustentada por los ju­
ristas JOSE ANGEL CENICEROS Y LUIS GARRIDO, también 
comentaristas y redactores de el Código Penal vigente para el 
Distrito y Territorios Federales, al estimar que el legislador de 
1931, consideró que "Las circunstancias económicas y sociales de 
la vida moderna que demandan perseguir a las corporaciones o 
empresas que hayan proporcionado los medios a sus miembros 
para delinquir, pues resultaba ineficaz para combatir el crimen, 
que sólo respondieran los miembros de dichas personas morales, 
sin atender a los medios o a los materiales que les habían servi­
do en su acción delictiva, intereses que se continúan administran­
do lejos de la esfera jurídica y para fines punibles. La Comisión 
acordó tan sólo reformar el precepto en el sentido de no dejarlo 
como medida sancionadora a juicio del juez sino como una pena 
determinada para cierta clase de delitos, a saber: delitos contra 
la economía pública y contra la salud, artículos 195 y 253". (12) 

Y con respecto a lo estipulado en la fración VI del mencio­
nado Código Penal vigente para el Distrito y Territorios Federa­
les correspondiente a lo señalado en el artículo 32, la cual dice: 
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4.- El Problema de la ResponsaMlidctd en el Campo Adminis­
trativo. Posición Doctrinal. 

Es el ámbito administrativo en donde se puede observar que 
la extensión del concepto de sujeto activo no se refiere única­
mente a la persona física sino que tambi.;n incluye a la persona ju­
rídica, toda vez que en este campo del Derecho, sujeto activo 
puede serlo toda persona y por ende lo mismo involucra tanto 
a personas físicas como jurídicas. 

Resulta incongruente a simple vista que si se les reconoce a 
las personas jurídicas capacidad de ser titulares de derechos y 
obligaciones, no se les puede reconocer su aptitud para la ejecu­
ción de actos ilícitos, a este respecto ANGELO DUSS ( 13) quién 
al plantearse la cuestión afirmará: "La persona jurídica es en 
efecto capaz de obrar, no teniendo en este sentido ni incapacidad 
ni limitación. Ello puede suponer también una actividad ilícita, 
su capacidad penal.. En relación con los terceros, y por tanto 
respecto del Estado, el ilícito administrativo es cometido por la 
Sociedad, la que responde con su p1·opio patrimonio". En igual 
sentido se pronunciará GUIDO ZANOBINI ( 14) reforzando ello, 
al expresar que si bien en el orden penal el concepto de sujeto 
activo es restringido o limitado a las personas físicas, en el campo 
del Derecho Administrativo se incluyen a las personas jurídicas, 
al decir: "En Derecho Penal vale sin excepc~ón la regla de que 
solamente las personas físicas son sujetos posibles de pena ( 15) 
en la responsabilidad administrativa quedan también sujetas a 
ella las asociaciones y las personas jurídicas privadas; muy fre­
cuentemente son aplicadas penas ?ecuniarias a sociedapes co­
merciales y también a Cajas de Ahorros, por transgresiones fi­
nancieras o por inobservancia de deberes derivados de concesio­
nes administrativas". Igual criterio sustenta dicho autor al hacer 
el estudio de las "diferencias sustanciales" que entran en juego 
con respecto a la responsabilidad penal y la administrativa. 

En el estudio que realizan algunos tratadistas acerca de la 
"tesponsabilidad, tal parece que con dicho término quieren indi­
car una secuencia, o sea que lo consideran como el "efecto" de 
una "causa", con lo que parece que van a limitar la realización 
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de la infracción a un momento secundario de un primero, que se­
ría el correspondiente al cual se infringe o vulnera el ordena­
miento jurídico, en tanto que para otros autores como entre ellos 
ZANOBINI, éste parece sustentar criterio distinto, ya que con­
sidera a la responsabilidad como capacidad para obrar o realizar 
el ilícito, con lo cual podemos observar que su interpretación es 
más amplia, toda vez que comprenderá tanto a la imputación de 
el propio acto ilícito como a su consecuencia, es decir, la sanción. 
Ser titular de derechos y obligaciones, entraña siempre una con­
secuencia ciertamente, pero aclararemos que también dicho con­
cepto de responsabilidad comprenderá un aspecto sociológico y 
por ende una serie de ideas, a tal respecto LUIS JIMENEZ DE 
USUA (16) señala tres: a) Responsabilidad asegurativo-social; 
b) ¡'Responsabilidad penal, e) Responsabilidad civil.· Siendo la 
primera de ellas en la que se refiere a una "atribuibilidad" y es 
por ello tal vez que en este sentido viene empleándose por quie­
nes en lugar de hablar de una específica posibilidad de comisión 
del acto ilícito por parte de las "personas jurídicas", se limitan a 
decir de estas como "responsabilidades" de las mismas. 

En caso de aceptarse la existencia de una responsabilidad 
por la simple atribuibilidad, se comprenderá que también podrá 
ser la persona jurídica la que realice el ilícito jurídico en el ám­
bito administrativo, ZANOBINI confirma dicho criterio ( 17) al 
reconocer que en el orden penal el término "imputabilidad se 
restringe únicamente a las personas físicas", o sea que no se ha 
extendido en el campo administrativo. La responsabilidad está 
caracterizada como la desobediencia a la regla jurídica impuesta 
por la Administración Pública, consistiendo ésta en el choque 
entre la acción del sujeto activo y el deber impuesto por aquella 
al administrado. Dicha desobediencia deberá presuponer una 
voluntad en el sujeto activo; las personas colectivas son jurídi­
camente consideradas capaces de una voluntad, por ende respon­
sables de su acción desobediente al igual que las personas físicas 
Con lo cual se ratifica plenamente la tesis del autor y cuando éste 
utiliza posteriormente el término "imputabilidad", le da un en­
foque de mayor profundidad al respecto, toda vez que tradicio­
nalmente la "imputabilidad", ha sido tradicionalmente conside­
rada como presupuesto de la culpabilidad (18) admitiendo que 
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ésta como concepto jurídico de características específicas en el 
orden penal, tiene como equivalente o correspondiente en el De· 
recho Administrativo a la capacidad, señalando que "a aquello que 
en el Derecho Penal llamamos "imputabilidad", corresponde en el 
Derecho Administrativo al concepto de "capacidad". El ilícito 
administrativo es en efecto una acción contraria a una obligación 
de Derecho Público, o sea la violación jurídica, general o especial, 
del ciudadano para con la Administración Pública. 

También presupone dos requisitos, primero una voluntad en 
el sujeto activo (Persona física o jurídi.ca) y la capacidad necesaria 
para entrar en una relación general o especial con la Administra· 
ción. No tratándose por consiguiente de una especial capacidad 
para cometer los actos ilícitos lo cual sería un absurdo, sino de 
una capacidad para ser titulares de una obligación para con la 
Administración Pública. Por lo cual se desprende que no podrá 
ser cometida una infracción disciplinaria por quién no se encuen­
tra en una relación especial de subordinación. Así como tampoco 
podrá cometerse la infracción financiera por quien no se encuentre 
en el supuesto de ser causante desde el punto de vista del ámbito 
físcal, si no tiene la mencionada "capacidad" y a~í en todos los 
demás órdenes del ámbito administrativo. 

De lo antes expuesto es de considerarse como de una impor­
tancia primordial en el Derecho Administrativo, el concepto de "ca­
pacidad' ya que sólo en función a éste, podremos determinar en 
un sujeto la aptitud necesaria para poder ser considerado como 
sujeto de una infracción administrativa, indicará ANGELO DUSS 
(19) al examinar el ele]llento subjetivo del ilícito fiscal, sostenien· 
do que "el concepto general de imputabilidad es equivalente al de 
capacidad de un sujeto para ser autor del hecho de que se trata". 
Solamente partiendo de la base del planteamiento indicado podrá 
referirse a la solución adecuada de los problemas que se presen­
tan en el ámbito administrativo. 

B) EL ELEMENTO PSICOLOGICO 

1.- Dolo y Culpa. 

En la parte que antecede hemos tratado de poner de manifies· 
to la posibilidad de que las personas jurídicas puedan infringir o 
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vulnerar el orden jurídico y expresábamos al respecto que de acuer­
do al criterio sustentado por autores como ZANOBINI y entre 
otros también ANGELO DUSS, a la tradicional idea o concepto 
de la imputabilidad como presupuost.o de la culpabilidad era 
corespondiente dicho término a la "capacidad" en el ámbito ad­
ministrativo, ahora bien, es de consirlerarse necesario el avocar­
nos al estudio psicológico que esto entraña para poder encuadrar 
las conductas ilícitas, tendremos que, determinar el elemento psi­
cológico que deba concurrir en el ilícito administrativo. 

Al respecto, es de interés mencionar que solamente en el ser 
capaz y esta capacidad se requiere, que comprenda tanto a aque­
lla situación en la que decíamos encontrar en el sujeto activo la 
titularidad de derechos y obligaciones, y constatar que puede 
ejercerlos válidamente o cumplir igualmente dich~s obligaciones, 
aunadamente a aquella capacidad que también mencionábamos 
como presupuesta para integrarse la relación de subordinación 
con la propia Administración, este conjunto de capacidades es en 
síntesis el completo y acabado concepto acerca de sujeto activo 
(persona física o jurídica) en el ámbito administrativo. Pero al 
respecto mencionaremos que si en el cumplimiento de sus obli­
gaciones o en el ejercicio de sus derechos constatamos la produc­
ción de un obstáculo en las facultades de su "conocer" o de su 
"querer" estaremos lógicamente ante un supuesto de "inimputa­
bilidad". Tal supuesto no podrá darse en función al sujeto activo 
denominado persona jurídica toda vez qua aún llevando al ex­
tremo la teoría de la "ficción", no nos es posible en la realidad 
admitir una plena identificación entre personas jurídicas y per­
sonas físicas, aún cuando el supuesto correspondiente a la pri­
mera sea jurídicamente, la suma de las voluntades y capacidades 
de conocimiento de la concurrencia de las voluntades e inteligen­
cias individuales que la integran. 

Pretendemos poner de manifiesto que aún cuando los elemen­
tos internos fundamentadores de la plena capacidad se podrán 
dar en el sujeto activo del ilícito administrativo, el elemento psi­
cológico del mismo, va a tener una expresión muy distinta de 
aquella otra que habitualmente ·..riene apreciándose en el Dere­
cho Penal, toda vez que en dicho ámbito únicamente se considera 
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que sólo a título de "dolo o culpa" podrá constituirse la respon­
sabilidad de un sujeto activo presupuestamente imputable. Con lo 
que se quiere destacar que necesariamente habrán de concurrir en 
el supuesto delito, la imputabilidad, la culpabilidad y concluyente­
mente la responsabilidad. Siendo por e1,de, desde un punto de vista 
meramente penal, la existencia de dos teorías las que principalmen­
te se avocan el estudio de la culpabilidad, las cuales son: a) Teoría 
psicológica de la culpabilidad y b) Teoría de la Normatividad de la 
culpabilidad. 

En la primeramente mencionada, el estudio de la culpabili­
dad supone el estudio analítico del pDiquismo del sujeto activo 
tendiendo a aclarar cual ha sido su conducta en relación al resul­
tado objetivamente dañoso. En esta tesis, ·la culpabilidad solamen­
te es una liga o nexo psicplógico que existe entre el actor y el re­
sultado, consistiendo en aos elementos, uno "volitivo" y el otro 
"intelectual", de los cuales el primero implicl:l. la suma de dos que­
reres, o sea a) del querer la conducta y b) del querer el resultado; 
del segundo elemento llamado intelectual, se desprende: el cono­
cimiento de la antijuridicidad de la conducta. Asimismo, el estu­
dio del elemento subjetivo del delito se efectuará en el análisis 
del psiquismo clel autor y la relación del resultado objetivo o even­
to dañoso. Siendo esta tesis la adoptada por el derecho positivo 
mexicano. 

La teorfa normativista de la culpabilidad, sustenta como base 
el juicio de reproche, en la que una conducta será culpable si al 
sujeto imputable que ha obrado con dolo o culpa se le puede exi­
gir normativamente una conducta diversa a la efctuada. Siendo 
fundamental en esta tesis la exigibilidad normativa, que puede 
serle imputada al sujeto capaz ante una conducta que pudo haber 
evitado, o sea que el análisis de la culpabilidad está dado en fun­
ción a la situación real (conducta dolosa o culposa) frente al de· 
her ser jurídico. 

La culpabilidad en el orden penal puede revestir dos formas: 
a) Dolo y b) Culpa. En la primera rle estas formas, el agente di­
rige su voluntad conciente a la ejecución del hecho punible, en 
tanto que la otra forma requiere de que dicho resultado reputado 
por la Ley como delito haya sido causado por medio de su negli-
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gencia o imprudencia. Lo cual es en síntesis que se puede causar 
el evento dañino mediante una específica "intención delictiva" 
(dolo) o por medio de una conducta carente de las precauciones 
indispensable y necesarias exigidas por la Ley en el medio so­
cial (culpa). Pero también existe una tercera posición al respecto 
y son los llamados delitos "preterintencionales" siendo en estos 
la característica esencial en que aún cuando el agente se repre­
sentó el resultado y de este modo actúa con intención de causar 
un daño, éste sobrepasa a la intención del agente. A este respecto 
resulta interesante mencionar que: "Se dice que un delito es pre­
terintencional cuando la representación mental de él que se hizo 
el agente antes de cometerlo, no estuvo de acuerdo, por exceso 
o por defecto, con la realización exterior del mismo (A. J., t XX, 
página 874). El dolo eventual se da cuando el activo tiene la re­
presentación ideal o previsión de que pueda producirse el daño 
(A. J., t. III. Pág. 101) en el dolo, el agente está interiorizado de 
la significación de su condutca y en tal supuesto, procede a rea­
lizarla. En la culpa conciente o con previsiÓJl el agente ejecuta 
el acto con la esperanza de que no se realice el resultado. A tal 
respecto citaremos la opinión sustentada por nuestro máximo Tri­
bunal que dice: "Si el inculpado previó el resultado dañoso, pero 
abrigó la esperanza de que no se produjese su comportamiento 
establece la causa decisiva del daño habido y éste le es imputable 
a título de culpa conciente. (S. C. Jurisp., Def. 5/a. época Núm. 
146). Por lo que respecta a la culpa sin previsión o culpa incon­
ciente, ésta se determina por no preveer un resultado que es pre­
visible. 

Es importante mencionar que al respecto de los llamados de­
litos intencionales y acerca de los denominados imprudenciales, 
nuestro máximo tribunal sustenta la siguiente opinión: "La res­
ponsabilidad penal derivada de culpa o imprudencia debe probar­
se plenamente, pues por cuanto a ella la Ley no consigna ninguna 
presunción juris tantum como sucede tratándose de delitos inter­
nacionales (S. C., Jurisp., Def., 6/a. época, 2/a. parte Núm. 149). 

Con respecto a los llamados delitos preterintencionales, hay 
discrepancia doctrinal, al respecto citaremos la opinión del brillan­
te jurista mexicano Dr. CELESTINO PORTE PE'I'IT, (20) quién 
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afirma que el Código Penal Mexicano incluye tres formas de la 
culpabilidad, siendo ellas: a) El dolo; b) La culpa; e) La prete­
rintencionalidad. _Siendo en el Código Penal vigente para el Dis­
trito y Territorios Federales en donde se consagra en el artículo 
7, la forma primera y la forma segunda relativa a la culpa en el 
artículo 8, y la preterintencionalidad en la fracción II del artículo 
9 del citado ordenamiento. Siendo para el ameritado catedrático 
mexicano la preterintencionalidad una suma de dolo y culpa en 
la que se causa un daño mayor que el que se quiso causar, habién­
do por lo tanto un dolo directo respecto del daño querido y 
culpa con relación al daño resultante o de exceso. Por otra parte 
encontraremos también posiciones contradictoriaf, de destacados 
juristas mexicanos como la correspondiente al DR. IGNACIO VI­
LLALOBOS, quién al respecto del mencionado tema dice: "Que 
más que delitos preterintencionales, se trata de delitos con resul­
tado preterintencional, porque su efocto sobrepasa al límite que 
el autor se proponía". (21) 

En la polémica sustentada entre destacados tratadistas surge 
la certera y atinada visión del eminente catedrático mexicano DR. 
FERNANDO CASTELLANOS TENA (22) quién con admirable 
prEsición y pulcritud jurídica afirma: "Creemos que no es posible 
hablar de una tercera especie· de la culpabilidad que participe a la 
vez de las esencias del dolo y de la culpa, porque ambas formas se 
excluyen, puesto que para que exista el primero precisa que la 
volutad conciente se dirija al evento o hecho típico, ya sea direc­
ta, indirecta o eventualmente, ffiientras que la segunda se confi­
fura cuando se obra sin esa voluntad de producir el resultado, pero 
éste se realiza por la conducta imprudente, impérita o negligente 
del sujeto. En estas condiciones, es difícil admitir que subjetiva­
mente se entremezclei;i ambas especies. Lo cierto es que el delito 
o se comete mediante dolo, o culpa; pero tratándose del primero, 
puede haber un resultado más allá a= lo que se proponía el su­
jeto, y en la segunda, mayor de lo que podría racionalmente pre­
verse y evitarse. En consecuencia, en el fondo coincidimos con la 
tesis que sostienen que no es correcto hablar de la preterintencio­
nalidad como una tercera forma o especie de la culpabilidad". 
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Tradicional postura en el Derecho Penal es considerar que 
tan sólo a título de dolo o culpa pueda declararse la responsabili­
dad de una persona que inicialmente sea imputable y por consi­
guiente concurrirán como necesarios presupuestos de la conside­
ración de delito, la imputabilidad, la culpabilidad y la responsa­
bilidad. 

El dolo consiste en la voluntad de causación de un resultado 
dañoso. Supone indispensablemente por ende, como elemento in­
telectual, la previsión de su resultado así como la contemplación 
más o menos clara y completa de las circunstancias en que dicha 
causación puede operar y también supone como elemento emo­
cional,la voluntad de causación prevista, es por ende la llamada 
dañada in~ención, considerada como dolo general, o dolo directo. 
Siendo en la parte final del artículo 8 del Código Penal del Dis­
trito y Territorios Federales de 1931 en donde se define en dicho 
texto positivo, el concepto de la culpa. La cual consiste en el obrar 
sin la debida previsión y así causar un daño previsible. En con­
secuencia no hay previsión del resultado, siendo esperada y 
jurídicamente exigible dicha previsión. El resultado lesivo es no 
obstante, la imprevisión incriminable, ya que no por ello la cau­
sación dejerá de producir un daño a un bien o interés tutelado por 
el Derecho. 

Siendo para el efecto, considerados por la teoría de la Ley 
penal como elementos de la culpabilidad: 1) La existencia de un 
daño tipificado, 2) La existencia de un estado subjetivo de culpo­
sidad consistente en imprevisión, falta de reflexión, negligencia, 
falta de cuidado o impericia, manifiesto por medio de actos u omi­
siones; 3) Una relación de causalidad física, directa o indirecta, 
entre los actos u omisiones y el daño resultante; 4) imputación 
leg~l del daño sobre quién, por su estado subjetivo de culposidad, 
produjo el acto u omisión causales. En lo referente a la causalidad 
(nexo causal) deberá éste de ser comprobado aún cuando el Có­
digo Penal Mexicano no haga referencia expresa. A tal respecto 
es de considerarse que nuestro máximo Tribunal admite la Teoría 
de la equivalencia de las causas o también denominada Teoría de 
la "Conditio sine qua non", para tal efecto mencionaremos: "En la 
especie basta suprimir hipotéticamente la activi<lad del acusado para 

-76-



comprobar la existencia del nexo causal pues que si se hubiera 
negado a realizar la maniobra mecánica propuesta por un com­
pañero y prohibida en el Reglamento de Transportes de los Fe­
rrocarriles, evidentemente el resultado no se hubiera producido 
(S. C., la Sala, 66/9/58/la.). 

Con ligeras variantes, ha trascendido al orden civil la men­
cionada concepción, hasta llegar a reconocerse como esencial ma­
nifestación de ilícito civil, la existencia de: 1) Un acto ilícito; 2) 
Acto culpable; 3) Producción de daño; 4) Relación de causa a efec­
to entre el acto y el daño, al respecto COSSIO afirmar~ que el de­
lito civil es: "Un acto ilícito producido por una voluntad conscien­
te y libre calificada por el dolo y causante de un daño". (23) De 
lo que se desprende que frente a la comisión de un acto ilícito 
civil, se requerirá de la comisión dolosa o culposa del acto delic­
tivo, pero nunca podrá existir éste ilícito civil sin la existencia 
de un acto culpable ya sea como se indicó anteriormente a título 
de dolo o a título de culpa. Siendo esta concepción también bas­
tante objetada por algunos sectores doctrinales, pero la mencio­
namos porque tal posición presenta algunas ideas las cuales son 
de considerarse actualmente ya superadas. ( 24) 

2.-Consideraciones en Torno al Ilícito Administrativo. 

a) POSICIONES DOCTRINALES 

En la dilucidación en torno al problema en el orden adminis­
trativo, es de considerarse de inmediato, en la forma en que la in­
tervención junto a las personas jurídicas habrá de causar un dife­
rente planteamiento de la cuestión, pero al respecto habrá que. 
considerar que desde el momento en que el ilícito administrativo 
puede producirse en relación con todo el sistema normativo inte· 
grador del ordenamiento jurídico de la Administración, y por ello, 
consiguientemente en relación con preceptos y normas de diver­
so valor, debería de desconocerse la aplicación de aquél principio 
en virtud del cual la ignorancia de las Leyes no excusa de su cum­
'plimiento (artículo del Código Civil) ( ignorantia juris aut legis 
non excusat) (artículo 9 fracción IV del C. P. V.) y que al ser 
admitido dicho precepto al carácter objetivo de Ley, cuando la 
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conducta contraviniese a una norma de tipo diferente, la mera ig­
norancia de aquella, actuaría imprescindiblemente en favor del 
acusado, lo que en la práctica vemos que no es así, toda vez que 
el incumplimiento de una norma emanada por cualesquiera au­
toridad administrativa competente, le acarreará de todas maneras 
la sanción correspondiente y aunque el administrado argumenta­
se que desconocía la existencia de el mencionado precepto infrin­
gido, sin que puedan ser suficientes las razones expuestas por el 
administrado en el sentido de que su conducta se encuentra des­
provista de "intencionalidad o malicia" y que actuó de buena fé. 
Pudiéndose citar como ejemplo el que en alguncs Municipios exis­
te la disposición administrativa tendiente a eliminar el ruido y que 
en tal virtud las autoridades de Tránsito local sancionan la circula­
ción de vehículos que al circular hagan más ruido del normal al 
pasar por hospitales, pudiéndose por tal motivo sancionar a aquel 
individuo que al transitar por ese lugar lo hace desconociendo por 
ser turista, la ubicación de tales hospitales, o por ser de circulación 
accidental su paso por dichos hopitales. 

También resulta de importacia señalar que el mencionado 
Código Civil vigente para el Distrito Federal, habla de "Leyes", 
al decir que la ignorancia no exime de su cumplimiento, lo cual 
lleva una interpretación extensiva del concepto, de tal manera que 
si se aplica dicho principio a cualquier disposición emanada de auto­
ridad competente es de considerar que a dicho concepto descrito 
como "Leyes" se emplea un sentido más amplio del adecuad9. (25) 

Al respecto es de considerarse que si la interpretación tradicio­
nal del término "Leyes" dado en reladón al orden técnico en el cual 
deberán desenvolverse los textos positivos, suponemos que en un 
sentido estricto, tal interpretación deberá corresponder consiguien­
temente a las "Leyes formales", pero no aplicarse a todas las dispo­
siciones legales y muy en especial a aquellas disposiciones de ran­
go inferior. Asimismo, la ignorancia de las leyes formales en su 
infracción no produce efectos exculpatorios en función al cumpli­
miento de las mismas, pero entendiendo que no deberá admitirse 
en ello la expresión del error de derecho. 

La realidad es que el mencionado problema ve a ser resuelto 
en el ámbito administrativo en forma distinta a como se resolvería 
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en el orden penal, señalándose a.sl.mismo que la discrepancia exis­
tente tanto en el orden doctrinal como en el aspecto positivo, en 
torno a la concepción de la culpab1Hdad en sus dos manifestaciones, 
a título de dolo o a título de culpa, se desprende del hecho de que 
los tratadistas han partido del concepto de "contravención'', al cual 
lo han venido considerando como específico del Derecho Penal. 
De acuerdo con este criterio, si la contravención es infracción pe­
nal, habrá que utilizar necesariamente las rE::'glas propias del or­
den penal y consiguientemente sería impropio admitir una infrac­
ción penal en la que se estatuyeso. una pena fr~nte a un supuesto 
de inculpabilidad total. ( 26) 

En el caso de considerar a la contravención como infracción 
propia del orden. administrativo, no habrá motivo entonces para 
aplicar las reglas propias del orden penal, al provio tiempo vere­
mos en el transcurso de este trabajo por qué de la indP.bida iden­
tificación entre los conceptos de infracción penal y contravención, 
a lo cual consideramos co~o un absoluto error en el criterio que 
sustentamos, habremos de dejar asentado categóricamente el con­
cepto de no identidad entre aquellos mencionados conceptos, toda 
vez que la infracción penal la consideraremos reducida al ámbito 
de lo penal y la contravención al ámbito de lo administrativo. 

Asimismo consideramos que la aplicación de fas normas co­
rrespondientes a cada una de ellas, pueden ser totalmente diver­
sas. Lo que queremos es poner de manifiesto que ambos conceptos 
involucran la idea de ilícito jurídico, pero con propias y específi­
cas características. 

Resulta oportuno mencionar que V ANNINI, discurre acerca 
de la contravención, en el aspecto subjetivo, diciendo: "Que fuera 
de la culpabilidad no hay sitio para el ilícito. . . y si la contra­
vención es un ilícito, fuera de la culpa y del dolo n~ es dado pen­
sar en un ilícito contravencional". Afirmando posteriormente el 
"infeliz" resultado que se obtiene de sustraer la materia conven­
cional (que es propia del orden penal) al dominio de aquellos 
presupuestos lógicos de los que trae causa el concepto de ilícitud. 
(27) Siendo importante mencionar que VANNil'fI está estudian­
do el problema a la luz de lo que estipula el artículo 42, párrafo 
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último del Código Penal Italiano de 1930. ( 28) En dicho Código 
se menciona a la Contravención como tipos generales de infrac­
ción en las que se requiere esencialmente de ciertos requisitos y 
por ello es que el autor con base en ellos al analizar los supuestos 
así considerados forzosamente tiene que desembocar en la conclu­
sión en la que menciona que "en cualquier reato, sea delito o con­
travención, ha de existir una acción u omisión conciente y volun­
taria más ser voluntaria sobre o consciente la acción u omisión ha 
de ser también culpable (dolo o culpa); la preterintencionalidad no 
es en substancia sino culpa". Y rechazando finalmente aquellas con­
cepciones que pretendan reducir el elemento subjetivo del "reato" 
a la mera voluñtarierlad de la acción o de la omisión ya que "debe 
la voluntariedad de la acción revestirse de la cualidad de dolo o 
culpa si queremos que el "fatto" que la Ley_ ~stima como "reato" 
puede reconducirse a la voluntad del sujetó". Con lo cual se opone 
marcadamente a la concepción MANZINI. por haber sostenido que 
en la contravención es suficiente la voluntariedad del acto en 
SÍ. (29). 

En torno al problema en cuestión, JIMENEZ DE ASUA iden­
tifica al concepto de contravención con el de faltas, por lo que 
señala que "también para este ínfimo grado de las infracciones 
punible rige la exigencia de la culpabilidad, plasmada en dolo o 
culpa sin que tenga especialidad el elemento subjetivo en el caso 
de las contravenciones. ( 30) 

Desde el momento en que hemos aceptado la existencia de un 
ilícito o mejor dicho, un concepto de ilícitud tanto subjetiva como 
objetivamente y que en ambos casos estamos ante un supuesto de 
infracción al ordenamiento jurídico, podremos lógicamente con­
cluir que si el autor quiso la realización de dicho acto, deberá 
sufrir las consecuencias que de éste se deriven: y sin que para ello 
tengamos que presuponer que la realización de la vulneración 
al ordenamiento tenga necesariamente que requerir de una con· 
ducta dolosa o culposa, ya que solamente siguiendo este criterio 
podremos comprender los numerosos supuestos que dentro del 
ámbito administrativo se nos ofrecen, sin olvidar que el ilícito 
administrativo es susceptible de diversidad de manifestaciones y 
que inclusive éstas presentarán una diversa graduación, lo que nos 
permitirá poder hacer las distinciones consiguientes en función al 
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elemento psicológico correspondiente en el sujeto activo de la 
infracción. 

Que al parecer éste es el criterio más aceptable y no como lo 
señala V ANNINI, es la posición que sigue MIELE ( 31), para 
quién "en la contravención en las transgresiones que dan lugar a 
la responsabilidad administrativa, la única co:.ldición exigida es 
la couciencia y voluntariedad del acto". Igual la opinión susten­
ta ZANOBINI ( 32) ya que para este autor el elemento intencio­
nal r.o es el dolo o la culpa, sino la mera voluntariedad de la ac­
ción. "Cada uno responde de la propia acción u omisión, aunque 
no se demuestre que había querido cometer un hecho contrario 
a la Ley. (33) 

Al respecto es de importancia mencionar que al hacer un de­
tenido estudio también sobre el Código Penal Italiano así como 
las distintas posiciones doctrinales y la jurisprudencia de aquel 
Estado, también ANGELONI ( 34) manifiesta que "en líneas ge­
nerales el dolo y la culpa son elementos no esenciales en la on­
tología del hecho contravencional, pues son numerosas las contra­
venciones, especialmente de policía, cuya estructura excluye to­
do elemento de dolo o de culpa". ( 35) También resultará opor­
tuno citar el hecho de que ANGELO DUSS ( 36) por su parte con­
sidera la necesidad de coincidir en la opinión de GIANNINI so­
bre la no exigencia de investigar la culpabilidad en el sujeto ac­
tivo para efectos relativos a la punibilidad cuando se haya com­
probado la exigencia de la obligación. De lo que se infiere que el 
pensamiento que prevalece en el campo administrativo es en el sen­
tido de no ser necesaria la determinación de la culpabilidad en 
la transgresión al ordenamiento jurídico mencionado y por el con­
trario a cuanto sucede en el campo del Derecho Penal en el que sí 
es requisito esencial la comprobación de la culpabilidad para pos­
teriormente proceder a determinar su punibilidad, en lo que res­
pecta al ámbito administrativo, o mejor aún en el caso de la infrac­
ción administrativa, es posible imponer una sanción sin demostrar­
se la existencia de la culpabilidad; a lo cual también es oportuno 
mencionar que al respecto, el Consejn de Estado Francés emitió 
una disposición el 20 de junio de 1950, P.n la cual la parte condu­
cente admite la irrelevancia de el e~emento intencional en las in-
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fracciones administrativas. La buena f é de los infractores no tienen 
influencia alguna sobre la existencia de la infracción, toda vez que 
la comisión de este tipo de infracciones son consideradas como in­
fracciones puramente materiales. ( 37) 

Al examinar algunas concepciones doctrinales de tratadistas 
Españoles es oportuno mencionar a CARLOS GARCIA OVIEDO, 
quién al respecto sostiene una tesis ecléctica, toda vez que para 
éste, la contravención requiere por una parte de una posible vo­
luntad no dolosa o culposa en relación al daño, pero sostiene que 
si se presciende del criterio de daño y se contempla tan solo el 
elemento de peligro que pueden engendrar tales actos, los términos 
del problema variarán considerablemente, ( 38) y ter~na dicien­
do que para él no es posible admitir la existencia de una volun­
tad "indiferente". 

FEDERICO CASTEJON (39) adapta una tesis radical en la 
que sostiene que "el ánimo en el autor" es el elemento de diferen­
ciación entre las faltas y los delitos toda v-ez que si en las faltas 
no se exige una conducta dolosa o culposa y en las contravenciones 
igualmente se castigan sin existir ese dolo o culpa a pesar de la 
buena f é de sus autores sino que se requiere únicamente de la 
voluntariedad del acto, concluirá dicho autor en afirmar que el 
ánimo del autor es un elemento de diferenciación por cuanto se 
requiere en el delito y no se exige en la falta. En la concepción de 
dicho autor se observará que apoya esta tesis en la construcción 
de SANCHEZ TEJERINA en la cual este autor afirma que en 
el Delito supone la existencia de una intención dolosa de lesio­
nar específicamente el derecho ajeno, en tanto que la contraven­
ción propiamente dicha, es un hecho inocente en sí o realizado 
por el agente sin la intención de causar daño, pero que la Ley la 
castiga tratando así de evitar la causación de un peligro o de un 
daño individual o social. 

C) CONCLUSION DE ESTE TEMA. 

Para terminar el estudio correspondiente a este capítulo, re­
sumiremos o sintetizaremos ello en los siguientes conceptos, en 
relación al aspecto característico de las infracciones a las cuales 
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hemos denominado genéricamente como "ilícitos jurídicos" del 
propio campo administrativo. En este criterio destacaremos que 
en las infracciones administrativas habremos de afirmar que la 
conducta sujeta a sanciones de índole administrativa es de aque­
llas cuya realización no se exige de la existencia de dolo o culpa 
sino que será suficiente la consideración de que se haya vulne­
rado los principios rectores del ordenamiento jurídico adminis­
trativo, en lo relativo a la relación que existe entre la situación 
específica que guarda el administrado, o sean aquellos deberes que 
pesan sobre éste con base en la denominada relación general o es­
p.ecial y que su conducta haya sido querida por el agente en orden 
exclusivamente referido a la realizaciór. de dicha conducta o sea la 
voluntariedad del acto en sí, para que esto a su vez le acarrease la 
sanción correspondiente. Y solamente entrará en juego el estudio 
de la culpabilidad (dolo o culpa) en los casos en que expresamen­
te así lo requiera el propio ordenamiento jurídico administrativo 
y en los cuales lo que suele producirse es una agravación de la 
conducta o sea una valoración que consiguientemente aumentará 
la sanción. Lo mismo suczderá en aq'.lellos casos en los que el 
sujeto activo es la persona jurídica la que se encuentre en el su­
puesto y en la cual no nos será labb utilizar la imputabilidad 
como presupuesto de la culpabilidad sino que utilizaremos su tér­
mino equivalente o sea la capacidad . tal como la hemos anterior­
mente expresado. Ahora bien, si la persona jurídica con su me­
ra capacidad es sujeto activo del ilícito administrativo, con esto 
sería suficiente para admitir que no es imprescindible en todos 
aquellos casos de infracción administrativa, la existencia de dolo 
o culpa para declarar la posterior responsabilidad y consecuen­
temente la sanción correspondiente al sujeto activo de la infrac­
ci6n. 
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CAPITULO IV 

1.-LOS ILICITOS ADMINISTRATIVOS SEGUN 
SU GRAVEDAD 

Es de importancia el señalar que no toda manifestación ni 
toda infracción del ilícito administrativo, tendrá igual valoración 
sin detrimento ello de reiterar la unidad conceptual de las ins­
tituciones jurídicas tal y como hemos venido haciéndolo. La pri­
mera valorización propuesta sobre el ilícito administrativo, es la 
referida en cuanto toca a considerar por una parte, a los delitos ad­
ministrativos corno a_quellos supuestos en los cuales el Legisla­
dor pide o mejor dicho, exige la presencia de un elemento psico­
lógico, al respecto mencionaremos el contenido del artículo 237 
del Código Fiscal de la Federación, el cual estipula: "Los delitos 
fiscales sólo pueden ser de comisión inte.icional". 

La otra valoración de la gravedad de las infracciones admi­
nistrativas es la referida en cuanto a los distintos estados de su­
jeción imperantes. Ahora bien, dicha jerarquización o valoriza­
ción del ilícito administrativo, a nuestro parecer, no podrá ser re­
suelto en función a la pena que a una u otra infracción adminis­
trativa se impongan, es decir, no creemos que para efectuar la va­
loración indicada, se deba tomar en cuenta a la "sanción", toda 
vez que ésta resulta ser una consecuencia y por ende participa 
de la propia naturaleza de aquella, siendo por tal motivo que no 
podemos aceptar a la sanción como criterio valorativo al respec­
to. 

Asimismo, consideramos ineficaz el criterio imperante que se-
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SON RECONOCIDOS Y TUTELADOS POR EL ORDENAMIEN­
TO JURIDICO ADMINISTRATIVO". 

Al respecto, citaremos la autorizada opinión del distinguido 
catedrático mexicano Dr. ANDRES SERRA ROJAS, (1) quién 
define a la infracción administrativa al afirmar: "QUE ES EL 
ACTO U OMISION QUE DEFINEN LAS LEYF.S ADMINISTRA­
TIVAS Y QUE NO SON CONSIDERAS COMO DELITOS POR 
LA LEGISLACION PENAL". 

III.-EL DELITO ADMINISTRATIVO EN EL 
ORDEN FISCAL 

Son muy diversos los supuestos de delito administrativo y tie­
nen su origen en los distintos ordenes de la actividad adminis­
trativa, y así puede apreciarse su existencia en el orden sanita­
rio, aduana! o fiscal, al igual que en el ejercicio de la actividad de 
polícia general o especial, es decir, dentro del campo gubernati­
vo o del estrictante administrativo según distinción propues­
ta. Asimismo, es de considerarse la existencia de supuestos tan­
to de infracción disciplinaria como de delitos de tal índole, al en­
contrarse la presencia del elemento de carácter psicológico o de 
intencionalidad, al cual hemos conferido un· criterio valorativo. 
Aquí bastará recordarlo para poner de manifiesto que con arre­
glo a tal criterio es que hemos hecho la diferenciación de las di­
versas manifestaciones qué han de ser tenidas como delitos admi­
nistrativos. ( 2) 

IV.-DELITOS E INFRACCIONES FISCALES 

Nuestra Carta Política distingue las infracciones administra­
tivas de los delitos con base en el artículo 21 Constitucional, al 
manifetsar que: "La IMPOSICION DE LAS PENAS ES PRO­
PIA Y EXCLUSIVA DE LA AUTORIDAD JUDICIAL". Asi­
mismo, continúa diciendo el mencionado texto legal : "COMPE­
TE A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA EL CASTIGO DE 
LAS INFRACCIONES A LOS REGLAMENTOS GUBERNATI­
VOS Y DE POLICIA". 
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Ahora bien, con base en ello, ha sido discutida por un am­
plio sector doctrinal, la Constitucionalidad del régimen de policía 
de la Administración Pública o de su potestad sancionadora, toda 
vez que no es posible considerar que las Leyes Tributarias o el 
Código Fiscal de la Federación estén comprendidas entre los "re­
glamentos de policía y buen gobierno" que menciona el texto Cons­
titucional, pero la tradición jurídica mexicana ha reconocido siem­
pre dicha potestad sancionadora de la Administración, de igual 
manera, las resoluciones de la Suprema Curte de Justicia de la 
Nación, dan la impresión de que únicamente las penas que no 
puede aplicar la Admini'stración, son las de carácter penal, re­
presivo y no reparatorio del derecho violado. 

Al respecto es oportuno destacar, que las penas administra­
tivas en general y cualesquiera que sea su denominación, éstas 
deberán tener como requisitos, los siguientes: a) No podrán ser 
constitutivas de un carácter trascendental, en acatamiento estric­
to a lo estipulado por el artículo 21 Constitucional, b) Deberá 
encontrarse comprendida dicha pena adminh;trativa, en una ley 
expedida por órganos Constitucionalmente facultados para el efec­
to. 

Ahora bien, al intentar consecutivamente exponer el tema 
que nos ocupa, o sea el referente a las infracciones y delitos fis­
cales, empezaremos por analizar algunos supuestos del propio 
derecho positivo, comprendidos en el Código Fiscal de la Fede­
ración. 

Para el efecto, mencionaremos que el capitulo tercero de di­
cho ordenamiento, trata acerca de: "LAS INFRACCIONES Y 
SANCIONES", siendo precisamente el artículo 228 el que esti­
pula: "Son infracciones cuya esponsabilidad recae sobre los deu­
dores o presuntos deudores de una prestación oficial: 1. -Faltar a 
la obligación de presentar o proporcionar los avisos, declaracio­
nes, solicitudes, datos, informes, copias, libros y documentos que 
exijan las leyes fiscales, o presentarlos o proporci~marlos extem­
poráneamente; en el siguiente artícdo, o sea el 229, señala las 
infracciones que recaen sobre los· terceros, por ejemplo: "Auto­
rizar o asentar, en calidad de contadores, peritos o testigos, docu-
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mentos, inventario~, balances, asientos o datos falsos". El ar­
tículo 230 señala las infracciones cuya responsabilidad recae so­
bre los notarios, jueces que actuen por receptoría, corredores, en­
cargados de los registros públicos, y, en general a los funciona­
rios encargados de llevar la fé púhlica, corno por ejemplo: "Au­
torizar documentos o contratos que no estén debidamente requi­
sitados, de acuerdo con las leyes fiscales correspondientes". En el 
artículo 231 se señalan las infracciones cuya responsabilidad re­
cae sobre los funcionarios y empleados públicos de la Federación, 
de los Estados, de los Territorios, del Departamento del Distrito 
Federal y de los municipios. así como a los encargados de ser­
vicios públicos u órganos ofciales de las mismas Entidades, las 
siguientes: l. "Dar entrada o curso a documentos o libros que en 
todo o en parte carezcan de los requisitos especificados en las le­
yes fiscales o no requisitarlos debidamente cuando les correspon­
da hacerlo y, en general, descuidar la vigilancia del cumplimien­
to de las obligaciones fiscales en los casos en que deban ejercer­
la". Las sanciones administrativas previstas por la ley serán apli­
cables por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quién 
podrá delegar tal facultad a las oficinas receptoras en los casos 
específicos a los que la ley o el Código Fiscal é\SÍ lo determinen. 
Al respecto, es de importancia el destacar lo contenido en el 
artículo 232, el cual estipula: "Las infracciones y los delitos pre­
vistos en este Código serán sancionados, según el caso, como lo 
previenen los artículos siguientes o lo especifiquen las demás le­
yes fiscales, con: l. Multas administrativas; II. Recargos; III. Ca­
ducidad de concesiones y suspensión de derechos; IV. Suspen­
sión a los infractores en el ejercicio de cualquiera actividad re­
lacionada con los asuntos fiscales y en la cual se haya cometido 
la infracción que se sanciona; V. La suspensión y destitución de 
los cargos públicos; VI. Prisión y multas. 

Por lo que respecta a los de~itos administrativos del orden 
fiscal, tenemos los que señalan los artículos: 242 del Código Fis­
cal, referente al Contrabando; el artículo 265, del mismo orde­
namiento, el cual se refiere a la falsificación de matrices, pun­
zones, dados, timbres; el artículo 267, referente al uso de tim­
bres falsificados; el artículo 270, el. cual sanciona el delito de 
Defraudación; el artículo 276 que se refiere a la elaboración de 
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productos y comercio clandestino; Por último, el artículo 282, re­
ferente al delito de Rompimiento de sellos. 

Son los Tribunales Federales, la autoridad competente para 
la aplicación de las penas que correspondan a los delitos especi­
ficados en el citado ordenamiento, y mismo que faculta a Ja Se­
cretaría de Hacienda y Crédito Público para que al tener ésta 
conocimiento de algún supuesto de delito fiscal, turne sus inves­
tigaciones a la Procuraduría Fiscal con objeto de que dicho or­
ganismo perfeccione o se allegue las pruebas necesarias para 
hacer la denuncia al Ministerio Público Federal contando para 
ello con las mismas facultades que precisa el artículo 213 del 
mismo C6digo. 

Asimismo, dice el mencionado Código en su artículo 285, que 
"El Procurador Fiscal" y, en su caso, los agentes hacendarios que 
designe, podrán ser acreditados en los procesos que se instruyen 
por delitos fiscales como coadyuvantes del Ministerio Público Fe­
deral, en los términos del artículo 141 del Código Federal de 
Procedimientos Penales. También es de importancia el señalar 
que en aquellos delitos fiscales en los cuales haya omisión de 
los impuestos, no habrá lugar a la reparación d~l daño. Asimismo, 
en dichos supuestos no procederá la condena condicional si ade­
más de satisfacerse los requisitos previstos por el C6dÍgo Penal, 
no ha sido acreditado el interés fiscal. De igual manera, resulta 
de gran importancia el recordar ·el contenido del artít:ulo 237 
del mencionado Código Fiscal de la Federaci6n, el cual estipula: 
"Los delitos fiscales sólo pueden ser de comisión intencional". 

Por otra parte, quedaría incompleta la actividad de la Ad­
ministración, en su calidad de titular de un ordenamiento jurídico, 
a la vez que constitutiva de un poder jurídico, sino le fuera dado 
imponer "per se'', las sanciones correspondientes a las diversas 
infracciones realizadas en perjuicio de los intereses tutelados por 
aquel ordenamiento jurídico. Si a la Administración le fuere ne­
gada esta potestad se incurriría en el peligro que apunta REIN­
HART MAURACH, (3) es decir, el de renunciar a su propia exis­
tencia, pues como acertadamente afirma, "una Sociedad que qui­
siera renunciar al poder punitivo renunciaría a su misma existen-

-98-



-=---c~.,,.:-_--=-"'-c;o_Joct_-_-,o;o-

-~ ·- - -__.. -- --

cia". Y esto que Maurach afirma de una Sociedad puede tam­
bién proclamarse de cualquier grupo titular de un ordenamien­
to jurídico. Manifestación de esta última actividad, que viene a 
coronar el conjunto de potestades administrativas, la constituye 
aquella que vamos a denominar potestad punitiva o potestad san­
cionadora de la Administración en cuyo ejercicio empleará como 
medio específico la Sanción Administrativa de la que ya FER­
NANDO GARRIDO FALLA ( 4) nos ha dicho que es "un medio 
represivo que se pone en marcha cuando han resultado incum­
plidas las obligaciones nacidas del ordenamiento jurídico admi­
nistrativo, en relación con el administrado". Interesándonos des­
tacar, que dicho autor, señala entre coacción y sanción una im­
portante diferencia consistente en que la primera se encamina al 
cumplimiento de lo ordenado contra la voluntad del obligado a 
ello y la segunda, nace precisamente, en función de haber resul­
tado ineficaz d.icha coación. 

V.-EL REGIMEN DE POLICIA EN LA ADMINISTRACION 
PUBLICA 

Al respecto es de considerar que resulta oportuno, citar la opi­
nión del distinguido catedrático mexicano Dr: GABINO FRAGA, 
quién señala: "El concepto de policía necesita s~r explicado, aun­
que sea brevemente, para poder apreciar la naturaleza de las 
obligaciones que impone. El poder de policía del Estado, se con­
sidera dentro de algunas legislaciones como el conjunto de atri­
buciones que a aquél corresponden para promover el bienestar 
general, por medio de restricciones y reglamentaciones de los de­
rechos del individuo, en forma tal que puedan prevenirse o redu­
cirse las consecuencias perjudiciales que su disposición en tér­
minos absoluntos acarrearía para la vida en común. Como se ve, 
para precisar el concepto es indispensable definir lo que debe 
entenderse por bienestar público. Esto se descompone en una gran 
variedad de intereses que comprenden los fundamentales del or­
den, seguridad, salubridad, públicos, llegando hasta abarcar los 
intereses de índole económica". (5) Sin lugar a dudas, el con­
cepto de policía, constituye uno de los aspeQtos básicos del de­
recho administrativo, al cual se ha llegado por una lenta evolu-
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ci6n que se m1c1a desde la referencia de la policía al concepto 
siempre contingente y cambiante de orden público hasta el de 
interés público. 

En su aspecto inicial, el concepto de policía era equivalente 
al de tutelar del orden público correspondiente al régimen de po­
licía supletorio o también denominado Estado gendarme, en el 
cual según el pensamiento liberal que prevalecia, éste, se carac­
terizaba por limitarse a vigilar el desarrollo de las actividades 
particulares y proteger el interés privado lo que supone implí­
citamente proteger el interés público. Dando así plena libertad a 
los particulares para realizar sus actividades y por excepción cuan­
do el caso lo ameritase intervenir oficialmente. Posteriormente al 
siglo XIX la ideología imperante fué la denominada "ESTATIS­
TA" en la cual se observa un incremento en la intervención del 
Estado en las actividades que anteriormente eran manejadas li­
bremente por la iniciativa privada, surgiendo una serie de dis­
posiciones que restringían la actividad de los particulares y en 
la que prevalece el interés colectivo como principio rector de la 
actividad social. El caso extremo de las tesis intervencionistas 
originó el Estado absolutista el cual es denominado también como 
Estado totalitario, régimen el cual, se caracteriza por ser la ne­
gación de las libertades fundamentales del ser humano. 

El régimen de policía moderado correspondiente al Estado 
democrático es aquel en el cual se armonizan las tendencias libe­
rales con las tendencias Estatistas, propiciando un clima de liber­
tades individuales, constatándose como en el caso de nuestro País, 
una gran habilidad política en la que claramente se observa su 
destreza en conciliar intereses opuestos entre las ideologías con­
sagradas en nuestra propia Constitución, lo cual ha hecho posi:.. 
ble el acelerado progreso que hemos venido constatando día a día. 

Es de considerarse que como fundamentos Constitucionales 
del ejercicio de la actividad de policía en nuestro País, se deban 
de considerar los siguientes: artículo 89- fracción I, al estipularse 
como facultades del Ejecutivo Federal, el promulgar y ejecutar 
las leyes que expida el Congreso de la Unión, p:..•oveyendo en la 
esfera administrativa a su exacta observancia, lo cual indica con 
toda precisión que será dicho funcionario quién imponga la tóni-
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ca administrativa en el ejercicio de su mandato Constitucional. Lo 
cual, expresado en otros términos, corre.sponderá a que todas las 
normas jurídicas que regulan la actividad de policía de la Ad­
ministración Pública, se encontrarán fundamentadas por el men­
cionado artículo y complementadas por la fracción XXX del ar­
tículo 73 del mismo texto Constitucional, al estipular: "Para ex­
pedir todas las leyes que sean necesarias, a objeto de hacer efecti­
vas fas facultades anteriores, y todas las otras concedidas por 
esta Constitución a los Poderes de la Unión". De igual manera 
se podrían citar también como fundamentos Constitucionales del 
poder de policía de la Administración Pública, el contenido del 
artículo 10 de el mencionado texto Constitucional, al mencionar 
que la portación de armas deberá sujetarse a lo que implica un 
claro propósito de que deberá de regularse dicha materia policial, 
mediante normas reglamentarias. Asimismo, el mencionado texto 
Constitucional en la fracción XVI del artículo 73 al hablar de la 
Salubridad pública dice:" La autoridad sanitaria será ejecutiva y 
sus disposiciones serán obedecidas por las autoridades administra­
tivas del país". Con lo cual se pone de manifiesto una vez más, la 
regulación de la actividad policial, al través de los fundamentos 
que le confieren las normas supremas. 

Por su parte el tratadista RAFAEL ENTRENA CUESTA (6) 
afirmará que ha de ser entendida la policía como "aquella actividad 
de la Administración que en vista de la consecusión y mantenimien­
to del orden público, se ejercita limitando los derechos de los ciu­
dadanos y eventualmente mediante el ejercicio de la coacción 
sobre los mismos". Al respecto FERNANDO GARRIDO FALLA 
señala: "La policía administrativa es aquella actividad que la Ad­
ministración despliega en el ejercicio de sus propias potestades 
para garantizar el mantenimiento del orden público, limitando los 
derechos de los administrados mediante el ejercicio en su caso, 
de la coacción de los mismos". ( 7) 

El destacado tratadista GEORGE VEDEL (8) hace la distin­
ción siguiente, al hablar de policía administrativa general y po­
licías especiales, diciendo: "La policía general tiene por objeto 
todo lo que designan los términos empleados en el Código Muni­
cipal (artículo 97) a propósito de los poderes de policía del Al-
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calde es decir, la seguridad, la tranquilidad ( el buen orden) y la 
salubridad". También nos dice el mismo autor (9) que el término 
policías administrativas especiales tiene un doble sentido: con 
arreglo al primero, los objetivos de estas policías no son diferen­
tes de los que persigue la policía general, pero están sometidos a 
un régimen jurídico particular, y agrega, que en el segundo tér­
mino, el significado de policías administrativas especiales quiere 
decir que dichas policías miran por los objetos que no se encuen­
tran en el contenido normal de la mencionada policía general, por 
ejemplo dice que existe una policía de la "estética", la que per­
mite a la Administración el proteger los sitios y monumentos, y 
que dicha policía no toca ni a la seguridad, ni a la tranquilidad, 
ni a la salubridad, de igual manera señala, la existencia de las 
policías de la "caza", la de los juegos de "loteJ¡ía", a las que con­
sidera como policías administrativas, pero de carácter especial. 

Por último, mencionaremos la opinión del tratadlista jRA­
F AEL ENTRENA CUESTA (10) quién dice: "La policía es una 
actividad, y si la Administración puede realizar ese tipo de acti­
vidad, es porque dispone de un poder que le faculta para ello"; 
no es lo mismo -dirá- poder de policía, que policía; "ésta es una 
actividad, aquél es el título que faculta a la Administración para 
realizar su actividad". 

VI.- LA INFRACCION ADMINISTRATIVA. 

De conformidad con el criterio que hemos intentado poner de 
manifiesto a lo largo de este trabajo, señalaremos, que todas aque­
llas infracciones a las que no les es exigido un requisito de carác­
ted psicológico o de intencionalidad, las habremos de calificar como 
faltas administrativas, pero para ser más precisos, es necesario 
hacer la siguiente clasificación: a) FALTAS GUBERNATIVAS. 
b) FALTAS ADMINISTRATIVAS (en sentido estricto), c) FAL­
TAS DISCIPLINARIAS. 

Por lo que a los dos primeros grupos respecta, o sean las in­
fracciones a) y b), éstas existirán en el campo de las relaciones 
o de los denominados "ESTADOS GENERALES DE SUJECCION", 
en tanto que las faltas denominadas como DISCIPLINARIAS, se 
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les localizará siempre dentro de los llamados "ESTADOS ESPE­
CIALES DE SUJECCION", de los cuales ya se hizo referencia en 
el capítulo II de este trabajo. 

Es de importancia, el señalar que la más típica e inmediata 
manifestación de la situación Administrativa de Supremacía está 
constítuida por la "POTESTAD DE POLICIA". (11) En tanto que 
la de las situaciones especiales de sujección está integrada por la 
"POTESTAD DISCIPLINARIA". (12) 

En efecto, en tanto que las situaciones generales de poder se 
dan en el ámbito soberano del Estado, las especiales pueden ser 
ajenas a cualquier idea de soberanía, asimismo, las relaciones ge­
nerales son propias de los ordenamientos jurídicos territoriales y 
las relaciones especiales de sujección lo son de los ordenamientos 
jurídicos no territoriales. Para el tratadista PIETRO VIRGA, ( 13) 
al desarrolar las posibles diferencias entre el Poder de Policía y el 
Poder Disciplinario, nos dirá que el primero es poder de suprema­
cía imperante en el ordenamiento jurídico territorial, mientras que 
el disciplinario, pertenece en todo caso a un orde1.iamiento jurídico 
no territorial, con lo que coincide ENRICO RASPONI, ( 14) al 
tiempo de dar la difinición del poder disciplinario, como poder 
de supremacía provisto de sanción punitiva, del ordenamiento ju­
rídico no soberano y no territorial. 

a) Faltas Gubernativas y Faltas Administrativas. 

A partir de la mencionada clasificación entre policía de segu­
ridad o policía general y policía administrativa o policía especial, 
el conjunto de las normas que integran el ordenamiento jurídico 
administrativo y que regulan el ejercicio de ambas, al ser infrin­
gidas las primeras por el administrado (persona física o jurídica) 
se estará en el primer caso,. o sea, al infringirse las normas inte­
gradoras correspondientes al ordenamiento que regula a la policía 
general, ante supuestos de infracciones o faltas gubernativas, mien­
tras que en el segundo caso, se estará ante supuestos de infraccio­
nes o faltas administrativas (en sentido estricto). 

Al respecto, cabe hacer mención de que para FEDERICO CAS­
TEJON ( 15) la falta gubernativa "constituye una zona intermedia 
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entre lo disciplinario y lo administrativo", de cuyos carácteres dice, 
participar a la vez, en lo que respecta al primero, por lo que significa 
de reforzamiento a la autoridad y atribuciones del superior, y en lo 
que respecta al segundo, por cuanto se impone sin forma de jui­
cio y, además, constituyen en algunos casos, infracciones de nor­
mas generales, tales como la falta a la moral o la decencia pública, 
que pueden Sff.' sancionadas por los Gobernadores Civiles. ( 16) 
En nuestro concepto, discrepamos del criterio mencionado por 
CASTEJON, pues al igual que VILLAR Y ROMERO, entienden 
dichos autores que una falta será gubernativa en tanto esté en­
comendada su sanción a las autoridades administrativas, añade 
este último tratadista, que dentro del concepto de faltas guberna­
tivas pueden comprenderse las faltas disciplinarias, es decir iden­
tifica el concepto de falta gubernativa con el genérico de falta ad­
ministrativa, no teniéndolas por tanto como una especie de éstas; 
por lo que para el mencionado autor, toda falta administrativa es 
falta gubernativa, incluso las disciplinarias. Ahora bien, por lo 
que respecta al motivo de nuestra discrepancia con el autor pri­
meramente nombrado, es porque por una parte, señalamos, que 
siempre que se admita la existencia de una manifestación de ilí­
cito y se provea a la autoridad de una potestad de sancionar dicho 
ilícito, se tiende entre otras cosas a un reforzamiento de la auto­
ridad, por lo cual no es aceptable en nuestro criterio, que dicho 
reforzamiento de la autoridad sea una expresi6n específica y ex­
clusiva del orden disciplinario, asi como por otra parte, desde el 
mismo instante en que se entiende a la falta gubernativa como 
infracción de normas generales, al declarar dicho autor páginas 
adelante (17) que la falta administrativa está constituida en lama­
yoría de los casos por infracción a la policía municipal, prov:incial 
o general, pues de esta manera, consideramos que lo que hace di­
cho autor, es identificar conceptos, más no diferenciar éstos. De 
tal forma, consideramos, que si recurrimos al planteamiento que 
hemos destacado, o sea, el de calific~, a las faltas gubernativas 
dentro de los mencionados estados generales de sujección o tam­
bién denominados como relaciones generales de poder, mismo lu­
gar en donde ubicamos a las faltas administrativas (en sentido es­
tricto) en tanto que las faltas disciplinarias ~.as consideramos como 
supuestos que viven en el campo de las relaciones especiales de 
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poder, es posible obtener las notas diferenciadoras tanto a unas como · 
a otras, de manera precisa. 

B.- Faltas Disciplinarias. 

Mencionábamos anteriormente, que las faltas administrativas 
en sentido estricto así como las denominadas faltas gubernativas, 
tienen su razón de ser en el campo de las reiaciones generales o 
estados generales de sujección, en tanto que las infracciones o fal­
tas disciplinarias, tienen y ello constitutye su principal caracte­
rística, el originarse exclusivamente dentro del campo de las re­
laciones especiales de poder o estados especiales de sujección. ( 18) 

También es preciso agregar, que únicamente podrán ser con­
siderados como autores de dichas faltas disciplinarias, aquellos que 
se encuentren ligados bien sea a la Administraeión o a alguna cor­
poración o grupo social organizado de carácter privado o público 
mediante una relación especial de sujección, la que a su vez puede 
ser considerada dentro de la idea o concepto de "relación de ser­
vicio" o la de "función pública". Intentaremos aclarar que estos últi.: 
mos conceptos que parecen confundirse, o sean los relativos a "re­
lación de servicio" por una parte y al de "función pública" por la 
otra. Para el efecto, es preciso distinguir que en múltiples ocasio­
nes la idea de relación disciplinaria se ha visto reducida a una 
sola de las dos partes de las cuales puede originarse la infracción 
disciplinaria, o sea, que si se estima que la infracción disciplina­
ria solamente puede ser constituída a partir del supuesto de "re­
lación de servicio", entonces únicamente estaremos apreciando la 
mitad de los supuestos de infración disciplinaria que se podrán ori­
ginar, toda vez que la otra mitad del origen de dichos supuestos 
se iniciará a partir de la idea de "función pública", todo ello sin 
detrimento de que reiteremos la imperativa exigencia de que am­
bos conceptos sean considerados dentro de la especial relación de 
sujección que es el aspecto ·esencial para poder calificar de infrac­
ción disciplinaria a los supuestos que se consideren a partir de 
dichos conceptos. Siempre que el individuo se encuentre vincula­
do por medio de una especial relación de sujeción, éste, tendrá 
deberes que pesarán sobre él en relación al grupo organizado del 
cual dependa y la infracción a tales deberes le traerá consigo la 
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sanción disciplinaria correspondiente, la que tiene principalmen· 
te la finalidad de "asegurar la vida ordenada en dicho grupo". (19) 

Ahora bien en el supuesto anterior, es posible considerar la 
relación de servicio como en el caso de que el infractor haya des­
obedecido deberes que le imponían la prestación de determinados 
servicios en la disciplina interna del grupo al cual pertenece y al 
cual le ligaba la especial relación de sujeción. Para el efecto, pon­
dremos como ejemplo, la relación especial de sujeción que le impone 
la disciplina al militar en el desempeñño de sus propias y espe­
cíficas actividades; en el caso de que su conducta vulnere los prin­
cipios disciplinarios internos, ello le acarreará una sanción de la 
misma índole, la cual puede no afectarle en sus bienes como pena 
pecuniaria o como pena corporal de carácter penal, pero dicha 
sanción disciplinaria conocida como "orden de arresto" en térmi­
nos castrences, le afectará sin lugar a dudas en su expediente, evi­
tando de tal forma progresar o ascender jerárquicamente en su 
carrera profesional. Asimismo dicho "arresto" o sanción discipli­
naria, será acordado no por un Juez sino por el superior jeránqui­
co. Pudiendo resultarde ello, el que un mismo hecho pueda consti­
tuir una infracción penal y presentar los carácteres de una falta 
disciplinaria o viceversa. 

JEAN RIVERO, al hablar acerca de la disciplina de la "fun­
ción pública", la cual es la otra situación generadora de infrac­
ciones disciplinarias nos dice que es una forma peculiar de la dis­
ciplina interna de los grupos (20) y por ende, la infracción a di­
cha disciplina, o sea, la falta disciplinaria, es una falta a la que el 
mencionado autor ( 21) afirma no serlo a los deberes comúnes de 
todos los ciudadanos, si.no que lo será a los deberes propios de los 
funcionarios en tanto y cuanto lo sean, e indica que tal falta será 
constitutiva de infracción disciplinaria y presenta asimismo los 
carácteres de una infracción penal o viceversa. Es de importancia 
señalar que la infracción disciplinaria no únicamente puede in­
volucrar al funcionario, sino que hemos intentado poner de mani­
fiesto que podría nacer la infracción disciplinaria aún no existiendo 
relación funcionaria, lo que sí reiteramos, es la exigencia de la men­
cionada relación especial de sujeción para la integración de dicha 
falta disciplinaria, ya sea entre funcionario y Administración o 
entre los grupos organizados y sus integrantes. 
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Resulta interesante hacer destacar la trascendental importan­
cia que tiene en la vida cotidiana el mantenimiento de los debe­
res que impone la disciplina interna de los grupos socialmente 
organizados, puesto que entre tales deberes encontramos algunos 
como: deberes de fidelidad, moralidad, pulcritud personal, etc., 
mismos que hacen que el individuo trate de superarse en el medio 
social en que actúa y es que realmente, sobre un bien entendido 
concepto de disciplina, es que han podido resurgir de sus propias 
cenizas como el ave fénix, pueblos que como el Alemán, fueron 
materialmente arrasados por los embates de una cruenta lucha y 
que la historia ha podido constatar son poseedores de una disci­
plina a toda prueba. 

VII.- ILICITO PENAL E Il.,ICITO DISCIPLINARIO. 
DIFERENCIAS. 

Intentaremos abordar este tema sobre la base de la conside­
ración que hemos tratado de poner de manifiesto a lo largo de 
este trabajo y principiaremos por reiterar nuestra posición, di­
ciendo que si el ilícito disciplinario lo estimamos como una ma­
nifestación del ilícito administrativo, lo primero que tendremos 
que hacer es aportar los elementos o características de éste para 
después obtener las posibles diferencias entre los mencionados ilí-
citos. · 

Resulta de la mayor importancia, destacar el que se haya in­
tentado poner de manifiesto a lo largo de este trabajo, la unidad 
conceptual de ilícito, al propio tiempo que otras instituciones ju­
rídicas. Sin que dicha unidad conceptual sea obstáculo, para poder 
apreciar una serie de diferentes manifestaciones del mencionado 
ilícito, pudiéndose apreciar una serie de datos característicos se­
gún el ordenamiento jurídico en que se analice dicho ilícito, sir­
viendo de calificativo cada uno de los citados ordenamientos jurí­
dicos, proporcionándonos una serie de circunstancias accidentales, 
mismas que en difinitiva serán las que lo distingan y las que de 
este modo nos permitan hablar de las diversas manifestaciones del 
ilícito. Para tal efecto, consideramos que por lo que respecta a las 
posibles diferencias entre la infracción administrativa en general 
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y la falta disciplinaria en particular, habremos de señalar como 
principal diferencia, la que resulta de la aplicación del diferente 
régim~n de relaciones de carácter especial o general de los men­
cionados estados de sujeción. 

Asimismo y siguiendo este órden -de cosas, habremos de con~­
tatar que para la diferenciación entre el ilícito penal y el ilícito 
disciplinario, existen tres notas diferenciales fundamentalmente, 
siendo ellas: a) POR LA FINALIDAD QUE PERSIGUE. b) POR 
SUS SANCIONES. c) POR SU PROCEDIMIENTO. Ahora bien, 
por lo que respecta a la primera nota diferenciadora que hemos 
señalado, es necesario poner de manifiesto que si en el Derecho 
Penal, la finalidad característica es el mantenimiento del orden 
jurídico asi como su interés represivo o "JUSPUNIENDI", basa­
do en lo conminación y en su caso la aplicación de la sanción pe­
nal, en tanto que el poder disciplinario tiene como finalidad el 
regular las relaciones de una particular autoridad mediante el 
empleo de medios de convicción o correctivos que no entrañan 
grave lesión a los intereses del obligado en la relación de superio­
ridad. Por cuanto toca al segundo aspecto o nota diferenciadora, 
tendremos que, las sanciones que impone el derecho Penal son de 
carácter reparatorio o retribucionista. A este respecto, el destacado 
catedrático mexicano, Dr. IGNACIO VILLALOBOS, (22) seiía­
la como carácteres de la pena los siguientes: "Debe ser aflictiva, 
legal, cierta, pública, educativa, humana, equivalente, suficiente, 
remisible, reparable, personal/variada y elástica". En el Derecho Pe­
nal vigente se señalan en el artículo 24 del Código Penal para el Dis­
trito y 'Territorios Federales: "las penas y medidas de seguridad: 
1) Prisión;. 2) Relegación (Derogada por Decr. de 4 de Mayo de 
1938); 3) Reclusión de locos, sordomudos, degenerados o toxi­
cómanos; 4) Confinamiento; 5) Prohibición de ir a lugar deter­
minado; 6) Sanción pecupiaria; 7) Pérdida de los instrumentos 
del delito; 8) Confiscación; 9) Amonestación; 10) Apercibimien­
to; 11) Caución de no Ofender; 12) Inhabilitación, destitución o 
suspención de funciones o empleos; 13) Publicación especial de 
sentencia; 14) Suspensión o privación de derechos; 15) Vigilancia 
de la policía; 16) Suspensión o disolución de sociedades; 17) Me­
didas tutelares para menores; y las demás que fijen las leyes". 
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En tanto que en el campo de la infracción disciplinaria, ob­
servamos que no es de aplicación el principio penal "NULL UM 
CRIMEN SINE PREVIA LEGE" que significa que no hay delito 
sin previa tipificación legal de una conducta, principio consagra-
do en nuestra Constitución, al estipularse: "EQ los juicios del or­
den criminal queda prohibido imponer por simple analogía y aún 
por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una 
ley exactamente aplicabie al delito de que se trata". (23) Del pro­
pio texto constitucional, observamos que se refiere exclusivamen-
te dicho principio al orden penal, por lo ~ne tal aplicación no rige 
en materia administrativa. Al resp~cto ANDRE DE LAUBADE­
RE ( 24) señala que no existe en "El Estatuto", o en otros textos, 
una enumeración legal de faltas susceptibles de aportar a esta ma­
teria el principio de derecho penal de la legalidad de los delitos". 
-Lo que menciona dicho Estatuto, es una declaración en el sentido 
de que "a toda falta cometida por un funcionario en el ejercicio 
de sus funciones o con motivo de ellas, le será aplicada una san­
ción disciplinaria". Siendo para el efecto, la ~utoridad disciplina­
ria competente, la encargada de apreciar si el hecho constitutivo 
de ilícito,, es lo suficjentez,nente reprobable para merecer la san­
ción disciplinaria correspondiente. Ahora bien, por cuanto toca 
al tercer elemento diferenciador que ha sido destacado, señalare­
mos que en el orden penal, el procedimiento a seguir es de índole 
jurisdiccional, lo cual involucra la idea de una garantía o sea la 
de la jurisdicción, en tanto que en el procedimiento administrati­
vo ésta es de otra índole. Resulta de gran importancia, hacer men­
ción a lo expresado por el destacado tratadista SANTI ROMANO, 
( 25) quién atinadamente dice: "El problema de la diferenciación 
entre el poder disciplinario y el poder punitivo, puede hacerse con­
siderando que tan sólo existe un punto de contacto, y este es el 
medio, del cual se valen ambos, "la pena", pues no existe un sistema 
de la culpa o de las penas disciplinarias contrariamente a cuanto 
sucede en el orden penal". En el orden disciplinario cada superior 
cada administración, puede fijar los supuestos disciplinarios que 
consideren procedentes, en tanto no vayan más allá de los lejanos 
límites de observancia que previenen los principios generales del 
Derecho. ( 26) 
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VIII.- EL PODER DISCIPLINARIO Y EL ORDENAMIENTO 
JURIDICO NO SOBERANO Y NO TERRITORIAL. 

Es de importancia el destacar que la diferenciación entre el po­
der punitivo penal y el orden disciplinario, ha sido tema de especial 
interés por parte de los jurístas; habiendo resultado de gran tras­
cendencia el instante en que se obtiene la distinción propuesta, 
la cual trae como consecuencia inmediata, el introducir al poder 
disciplinario en el campo de la Administración y así en este orden 
de cosas, se le ubica en el ámbito de las relaciones o poderes 
de supremacía especial; afirmando ENRICO RASPONI, que dicho 
poder disciplinario se encuentra al márgen del poder de soberanía 
(27), al propio tiempo de analizar las condiciones inherentes a la 
naturaleza y fundamentos de dicho poder disciplinario en los diver­
sos grupos organizados que exhaustivamente analiza al respecto. 

Habiendo sido inicialmente imprescindible el eliminar aquel 
concepto primario que identificaba al derecho disciplinario con una 
parte del derecho penal y posteriormente extraer del poder de so­
beranía todos aquellos elementos constitutivos que dicho poder 
disciplinario contuviese, ~unque ello pudiese acarrear un peligro 
del que dice RASPOr;lI, haber incurrido LABAND ( 28) al reco­
nocer al poder disciplinario un fundamento meramente privatístico. 

De lo antes expuesto y en un intento por diferenciar al poder 
de policía del poder disciplinario, ENRICO RASPONI, construye 
su tesis sobre la base del concepto de "Poder de Supremacía", al 
márgen del poder de soberanía; para el efecto, le añade un nue­
vo elemento: la no territorialidad, afirmando que deberá estarse 
( 29) al concepto de ordenamiento jurídico territorial y al de or­
denamiento jurídico no territorial, agregando que, tanto el poder 
de policía como el poder punitivo-fiscal, se encuentran subordi­
nados al depender, por ende, del concepto de territorialidad, o 
idea concerniente a límites de tiempo y espacio, en tanto que el 
ordenamiento jurídico disciplinario pertenecerá en todo caso a 
un ordenamiento jurídico no territorial. Del cual posteriormente, 
da la difinición diciendo: "Que el poder disciplinario es aquel 
poder de supremacía provisto de sanción punitiva, del ordena­
miento jurídico no soberano y no territorial". 
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?on tal criterio coincide el tratadista PIETRO VIRGA, (30) 
al af1.rmar que: "El poder disciplinario tiende a un fin bien deli­
mitado, o sea, el mantenimiento del orden dentro del ámbito de 
una organización administrativa". Y añade dicho autor, que es de 
mayor amplitud el concepto de poder de policía, toda vez que tien­
de a prevenir y en su caso a reprimir las perturbaciones sociales, 
sin importar d:= quienes provengan o contra quién se imponga. 

En nuestro concepto, al emplear RASPONI, el término de no 
territorialidad, consideramos se deja afuera del Derecho Adminis­
trativo todo cuanto se refiere al orden disciplinario, motivo por el 
cual discrepamos del criterio del mencionado autor. Por su parte 
GUIDO ZANOBINI, ( 31) al contrario de lo antes expuesto, incluye 
definitivamente dentro de las sanciones administrativas, a los su­
puestos provenientes del ámbito disciplinario, con la distinción 
de que a la infracción disciplinaria la considera como operando 
en el campo de las relaciones especiales como resultante de una 
especial obligación de obediencia en un poder de supremacía es­
pecial. 

Como aspecto fundamental y concluyente del presente tema, 
cabe hacer referencia a considerar como término "génerico" al 
ilícito administrativo y como "especie" a todas aquellas manifes­
taciones que dentro del propio ordenamiento jurídico adminis­
trativo, vulneran normas que son reguladas por relaciones espe­
ciales de poder, como es el caso de la infracción disciplinaria. 
Asimismo consideramos de igual manera a todos los supuestos 
provenientes del incumplimiento a los deberes impuestos al ad­
ministrado en tanto éste, se encuentra vínculado a la Administra­
ción Pública mediante tal relación de poder. 

Consecuentemente consideramos resulta de gran importancia 
el señalar que de conformidad con los criterios que hemos venido 
exponiendo y fundados éstos, no en razón de la graveded de la 
sanción, sino en virtud de la presencia o exigencia mejor dicho, 
de el elemento psicológico denominado "culpabilidad". Tendre­
mos, que en aquellos casos en los que el legislador exija la pre­
sencia de dicho especial elemento psicológico, bien sea de manera 
expresa o bien de manera tácita, estaremos ante la presencia de 
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un ilícito administrativo denominado o gerarquizado, valorizado 
cuantificado por tal medio, como delito disciplinario. Por exclusión 
en todos aquellos supuestos en los que no sea exigible dicho elemen­
to de carácter psicológico, estaremos ante supuestos constitutivos 
de meras faltas o infracciones administrativas, y en ,el específico 
caso que nos ocupa, estaremos en presencia de supuestos consti­
tutivos de infracción disciplinaria. 
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CONCLUSIONES 

I 

1.-Hay unidad conceptual de la ilicitud, con diferentes conse­
cuencias en los campos civil, penal y administrativo. Lo an­
terior nos lleva a la consideración de la necesidad de una 
Teoría General del Derecho. 

2. -De lo anterior podemos afirmar con CARNELUTTI que: 
"Sin las teorías particulares no podría construirse una Teo­
ría General", pero tampoco lo es menos que sólo a la luz de 
la Teoría General pueden ser entendidas plenamente las Teo­
rías particulares. Al respecto, mencionaremos que el Contra­
to y el Delito, por ejemplo, son los ejemplares más an­
tiguos y más conocidos del acto jurídico: estando pues en 
primera línea, para formar la teoría del acto jurídico, las 
teorías del contrato y del delito. 

3 .. -La ilicitud y la antijuridicidad significan una actuaci6n des­
viada de los cauces de rectitud que el Derecho propugna te­
leológicamente y coercitivamente impone. Sin embargo, el 
concepto de ilícito tiene una amplitud mayor que el de an­
tijuridicidad, el primero abarca al segundo, e incluso, se ex­
tiende a campos normativos extrajurídicos. Recordamos a PE­
TROCELLI al decir, que una acción contraria a un precep­
to moral, es también un ilícito: "un ilícito moral". 

4.-No solamente puede hablarse de antijuridicidad en el cam­
po penal, sino también en el campo civil y administrativo. 
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5.-Existen las consideraciones subjetiva y objetiva del ilícito. 
La primera es aquella que tiene como base una culpa, la 
segunda, la violación de una prohibición. La oposición de 
estos conceptos es más bien aparente que real pues incluso 
en el ánimo de los partidarios de la teoría subjetivista, la 
ilicitud de un acto consiste en la violación de una regla de 
conducta objetiva, es decir en la violación de una norma de 
régimen jurídico. 

6.-Sin ser imputable al agente, el acto jurídico puede ser ca­
paz de producir responsabilidad objetiva, distinguiéndose con 
ello esta figura de la del ilícito. No habiendo ilicitud sub­
jetiva ni objetiva y sí obligación de indemnizar. 

7 .-De lo anterior es conducente señalar, lo que el contenido del 
articulo 1913 del vigente Código Civil para el Distrito y Te­
rritorios Federales dice: "Cuando una persona hace uso de 
mecanismos, instrumentos, aparatos o substancias peligrosas 
por sí mismas, por la velocidad que desarrollan, por su natura­
leza explosiva o inflamable, por la energía de la corri~nte 
eléctrica que produzcan o por otras causas análogas, está 
obligada a responder del daño que cause, aunque no obre 
ilícitamente, a no ser que demuestre q1le ese daño se pro­
dujo por culpa o negligencia inexcusable de la víctima". 

8.-En la responsabilidad subsidiaria distinguimos: 1) Un su­
jeto activo que realiza la conducta ilícita; 2) Una tercera 
persona que responde o soporta los daños o consecuencias 
provenientes de aquella conducta ilícita en virtud de una 
relación de: subordinación, custodia, tutela o vigilancia. 

9.-En el Derecho Administrativo, se aplica la responsabilidad 
subsidiaria en aquellos supuestos provenientes de culpa en 
el funcionamiento de los servicios públicos, en los cuales el 
Estado como una autolimitación de su poderío reconoce di­
cha responsabilidad subsidiaria. 

10.-Concluyentemente cuando se produce una infracción del or­
denamiento jurídico constataremos la presencia por lo menos 
de un supuesto de ilicitud objetiva, sin perjuicio de que al 
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propio tiempo pueda concurrir o no, el supuesto de ilicitur~ 
subjetiva de quién realizó dicha actividad. 

I l 

11. -Partiendo de la unidad conceptual c1el ilícito y consideran­
do al propio tiempo que éste es un c_oncepto unitario y di­
versas sus manifestaciones, nos es d.nble señalar que las di­
ferenciaciones de dichas manifestaciones no podrían lograr­
se si exclusivamente nos restringiesemos a considerar a la 
consecuencia propia de la infracción, o sea, a la "sanción". 
Por el contrario, hemos tomado en consideración no al efec­
to o consecuencia, sino al ordenamiento jurídico infringido, 
de tal forma que nos será posible senalar la existencia de un 
ilícito penal, cuando resulte infringido el ordenamiento jurídi­
co general que el Derecho Penal tutela; asimismo, se podrá se­
ñalar la existencia de un ilícito civil al constatarse la in­
fracción al ordenamiento jurídico privado, y en este orden 
de cosas, constatar la existencia del ilícito administrativo en 
aquellos casos en los cuales resulte vulnerado el ordenamien­
to jurídico administrativo. 

12.-La ilicitud de un acto puede vulnerar al propio tiempo tan­
to al ordenamiento jurídico penal como al administrativo, 
coexistiendo y resultando de ello, la aplicación de diversas 
sanciones con arreglo a ambos ordenamientos jurídicos. 

13 .-La compatibilidad entre las diversas manifestaciones del ilí­
cito sólo podrá admitirse cuando una conducta infrinja dos 
ordenamientos jurídicos diferentes al propio tiempa, acatan­
do así la aplicación del principio denominado: "NON BIS 
IN IDEM", que impide la sanción ·doble en el mismo orde­
namiento jurídico. 

I I I 

14. -Aunque existe discrepancia doctrinal acerca de la responsa­
bilidad penal de las personas jurídicas, yo opino que en el 
Derecho Penal Mexicano, se admite la irresponsabilidad pe-
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nal de dichos entes, toda vez que al mencionarlas el catálogo 
penal, lo hace para designarles efectos de otra índole. 

15. -El concepto de sujeto activo en el ámbito administrativo no 
se refiere únicamente a la persona física, sino que también 
incluye a la persona jurídica. 

16. -En los casos en que el sujeto activo lo es la persona jurídica, 
la que se encuentra en el supuesto de ilicitud administrati­
va, no nos será dable utilizar a la imputabilidad como pre· 
supuesto de la culpabilidad, debiéndose utilizar su término 
equivalente, o sea: "la capacidad". 

17. -En el estudio del ilícito administrativo, hemos considerado 
como adecuada a aquella concepción doctrinal que admite la 
diferenciación entre las infracciones penales y las adminis­
trativas en razón de la propia naturaleza de éstas, toda vez 
que en dicho criterio encontramos las suficientes notas di­
ferenciales que nos permiten obtener una base o perfil cua­
litativo al respecto. Siendo ellas las siguientes: a) Es dis­
tinto el ordenamiento jü.rídico infringido. b) Contiene una 
lesión de los intereses cuya tutela compete a ·la Administra­
ción. c) El sujeto activo puede serlo tanto la persona física co­
mo la persona jurídica. d) La infracción administrativa exis­
tirá con o sin la concurrencia del elemento psicológico de 
culpabilidad. e) No opera en esencia el principio de legali­
dad "NULLUM CRIMEN NULLA POENA SINE LEGE", o 
principio de la predeterminación de las conductas ilícitas, 
implícito en nuestra Carta Política en la fracción III del ar­
tículo 14. 

18. -La infracción administrativa puede coexistir con otras di­
versas manifestaciones del ilícito y concretamente con el ilí­
cito penal. 

19.-Todas las anteriores notas diferenciales entre las infraccio­
nes administrativas y las infracciones penales son conside­
radas como hemos venido afirmando, sin detrimento de la 
unidad conceptual de las instituciones jurídicas. 
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I V 

20 .-Con base en la presencia del elemento psicológico de culpa­
bilidad, destaca el delito administrativo como: Aquella ac­
ción u omisión, dolosa o culposa, mediante la que se lesionan 
intereses cuyo cuidado compete a la Administración, y que 
son reconocidos y tutelados por el ordenamiento jurídico ad­
ministrativo. 

21. -Asimismo, coincidimos con la utorizada opinión del maestro 
ANDRES SERRA ROJAS, quien define a la infracción ad­
ministrativa al afirmar: "QUE ES EL ACTO U OMISION 
QUE DEFINEN LAS LEYES ADMINISTRATIVAS Y QUE 
NO SON CONSIDERADAS COMO DELITOS POR LA LE­
GISLACION PENAL". 

V 

22. -Como conclusiones que se desprenden lógicamente del es­
tudio del ilícito administrativo, podremos señalar las corres­
pondientes a sus consecuencias, o sea a "la sanción", diciendo: 
a) Que la sanción administrativa destaca en notable contraste 
con el Derecho Penal, puesto que para la administración re­
sulta un derecho su imposición y no una obligación, b) Es 
diferente la finalidad de la sanción administrativa, de la 
sanción penal. c) La determinación de las infracciones así 
como sus correspondientes sanciones administrativas, nor­
malmente no se apegan a un texto legal. 
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